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SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
compañero Eduardo Bonomi. 


Queremos señalar que es tradicional en las Comisiones de Legislación del Trabajo de este Parlamento el 
hecho de convocar al principio de la Legislatura al Ministro de la Cartera respectiva para hacer un 
intercambio acerca de sus proyectos, del diseño de la política que va a llevar adelante y, eventualmente, de 
las necesidades que pueda tener en cuanto a lo normativo para incorporarlo a nuestros planes, ya que se trata 
de una Comisión que va por un andarivel muy similar al que, desde el Poder Ejecutivo, tiene el señor 
Ministro. 


Queríamos tener, de primera mano, un informe sobre las actividades que se vienen realizando. Por cierto, 
sabemos que en este momento está abocado a un proceso muy importante como el de los Consejos de 
Salarios, pero igualmente queríamos darnos la ocasión de conversar sobre otros aspectos de la actividad del 
Ministerio, para lo cual, sin más trámite, estamos ofreciéndole la palabra para que nos informe. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Agradezco la posibilidad de expresar 
lo que estamos tratando de hacer y las prioridades que nos hemos fijado. Ya hemos venido a la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado y a la Comisión de Seguridad Social de 
la Cámara de Representantes. En esta última, hicimos una introducción sobre temas laborales, pero 
después recorrimos el camino de la seguridad social específicamente. 


Nosotros nos fijamos tres prioridades para empezar a trabajar; las fuimos diseñando antes de asumir y las 
reafirmamos luego. Una de ellas es pública y notoria: la negociación colectiva, la instalación de los Consejos 
de Salarios y los fueros sindicales para funcionar en estos ámbitos. La segunda prioridad es el empleo y la 
tercera, el fortalecimiento de las inspecciones y la formalización del trabajo. El orden en que se den no 
necesariamente tiene que ser el que he planteado. De las tres, jerarquizamos la negociación colectiva, y 
dedicamos la mayor parte de los esfuerzos a instalar los Consejos Salariales. Para ello, empezamos a trabajar 
antes de asumir, haciendo una convocatoria en la Intendencia Municipal de Montevideo para hablar, 
fundamentalmente, de la negociación colectiva. Concurrieron más de ciento treinta representantes de 
organizaciones sindicales, empresariales y sociales; fundamentalmente, hubo representantes empresariales: 
los sindicalistas eran veinte y el resto, empresarios. Teníamos la intención de empezar a trabajar hacia un 
proyecto de ley de negociación colectiva, pero era demasiada gente y resultaba difícil. Pedimos entonces que 
se redujera la participación y se llevó a la mitad, pero setenta u ochenta seguía siendo un número muy alto. 


Convocamos a los Consejos de Salarios en el entendido de que había un interés muy grande de negociar las 
cosas concretas. Pensamos que eso iba a darse en los grupos y subgrupos de los Consejos de Salarios y que 
quedaría más despejado para, en un grupo más reducido, trabajar en función de un proyecto de ley de 
negociación colectiva. Cuando convocamos a los Consejos de Salarios lo hicimos para el Consejo Superior 
Tripartito -los Consejos de Salarios tradicionales- y un Consejo Tripartito Rural, que introducía los Consejos 
de Salarios Rurales. 


Previamente, habíamos convocado a la negociación colectiva de los trabajadores públicos sobre la base de 
tres grupos: los entes autónomos y las empresas del Estado, la Administración Central y el INAU, y los 
sectores de la enseñanza que participan en el Inciso 220 de la Constitución. 


Cuando convocamos el Consejo Superior Tripartito y el Consejo Tripartito Rural les planteamos como tarea 
la de resolver qué grupos iban a funcionar en cada uno de ellos. No quisimos establecer por decreto cuáles 
serían los grupos, porque hicimos un proyecto, consultamos y hubo dudas; por eso, planteamos que lo 
resolviera cada Consejo. A su vez, propusimos en el decreto que la tarea de esos dos Consejos, trabajando de 
forma unificada, sería también la de elaborar un proyecto de ley de modificación y actualización de la Ley de 
Consejos de Salarios de 1943, porque ya van dos convocatorias -la de 1985 y esta- que se apoyan en la ley 
pero en las que se necesita establecer elementos diferentes, puesto que esa ley no da cuenta de la realidad 
actual. 


Al instalar el Consejo Tripartito Rural planteamos también que ahí se pudiera discutir el proyecto de ley de 
negociación colectiva. Y al instalar los Consejos de Salarios, planteamos que en los dos Consejos Superiores 
unificados también se pudiera discutir un proyecto de ley sobre libertades sindicales. 


La convocatoria que se hizo tenía plazos. Comenzaban a funcionar el 28 de marzo y contaban con tiempo 
hasta el 15 de abril, aunque podría extenderse un poco más. Considero que el ambiente de trabajo fue muy 
bueno. Hubo amplitud y flexibilidad por parte de los empresarios y de los trabajadores para que se pudiera 
cumplir con los plazos establecidos y realmente se cumplió. En el caso del Consejo Tripartito Rural, los 
trabajadores arrancaron planteando un solo grupo, el sector empresarial propuso once y nosotros seis. 
Después, por consenso, de común acuerdo, los trabajadores y empresarios establecieron el funcionamiento en 
tres grupos: ganadería y agricultura, granja y forestación. Hubo lógicas distintas. Los trabajadores a nivel del 
Consejo Superior Tripartito manejaron una lógica de cadenas productivas que nosotros y los empresarios 
compartimos, pero en el Consejo Tripartito Rural eso fue modificado por las posibilidades de organizarse. 
Entiendo que hubo buena disposición de los empresarios, que abandonaron un poco la lógica de las cadenas 


productivas para contemplar las dificultades que había. Yo hubiera preferido una sola lógica, pero hubo dos. 
Todavía más: de común acuerdo, decidieron que entre el 2 de mayo y el 5 de julio funcionaría el Consejo 
Tripartito Rural como un solo grupo a fin de resolver los temas generales del agro -salario mínimo rural y 
alguna otra cosa- y que rediscutirían la integración de los grupos que se habían resuelto. En realidad, es obvio 
que el grupo que dice llamarse de ganadería y agricultura está constituido por dos grupos, los cuales tendrán 
que funcionar en subgrupos porque no se puede negociar todo junto. Por la forma en que se resolvió, esto es, 
por consenso, me pareció que hubo muy buena disposición de quienes participaron. Del total de la 
delegación, que era de nueve representantes, seis correspondían al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y el resto al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ello se debe a que en esto es todo nuevo y habrá 
que hacer un trabajo muy fuerte hacia la categorización, lo cual va a llevar tiempo. 


También resolvimos que para el viaje a Ginebra con motivo de la Conferencia anual de la OIT, se rebajara la 
representación del Ministerio y se aumentara la de los trabajadores y la de los empresarios, solicitando que 
manden un empresario y un trabajador rural más, a los efectos de tener una participación mayor en todos los 
ámbitos. En estos días se va a resolver quiénes concurrirán. La delegación empresarial constaría de dos 
empresarios, uno rural con un asesor, y dos trabajadores, uno rural con un asesor, y tres representantes del 
Ministerio. 


SEÑOR ABDALA.- He seguido con mucha atención al señor Ministro, pero no me quedó claro de 
cuántos grupos consta el Consejo de Salarios Rural. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Son tres grupos, pero resolvieron que 
como tales funcionen a partir del 5 de julio y que desde el 2 de mayo hasta esa fecha sólo funcione el 
Consejo Tripartito Rural, resolviendo los temas generales. Eso fue por consenso. 


SEÑOR ABDALA.- Gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Insisto en que ahí hay problemas de 
organización que llevan a establecer una fórmula que permita funcionar mejor. En este caso -es una 
interpretación mía-, creo que a nivel del Consejo Superior Tripartito, los Consejos de Salarios 
tradicionales, resulta más fácil trabajar con los trabajadores, que están unificados, que con los 
empresarios, que están muy dispersos y buscando alguna aproximación. Es al revés en el otro caso: hay 
expresiones empresariales fuertes a nivel del agro y no a nivel de trabajadores. El funcionamiento en 
un solo grupo primero y luego en tres grupos permite avanzar mejor; va a haber dificultades en los 
subgrupos. Es clarísimo que habrá que trabajar en subgrupos porque no se puede resolver sobre 
tareas tan diversas como la de un alambrador o la de un peón de tambo, que son completamente 
distintos. Eso va a obligar a formar subgrupos y habrá que ver cómo se establece la representación. 


Estuvimos analizando las pautas salariales que íbamos a manejar y trabajamos en conjunto con el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Cuando empezamos a conversar sobre este tema, resolvimos no llevar pautas 
numéricas sino convocar a empresarios y trabajadores a un ámbito más informal que busca la reconversión 
nacional del empleo, los ingresos y las responsabilidades, o establecer un compromiso nacional por el 
empleo, los ingresos y las responsabilidades, trabajando juntos el Ministerio de Economía y Finanzas, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, los trabajadores y los empresarios. Tuvimos una respuesta 
afirmativa de ambas partes, pero encontramos dificultades y no pudimos avanzar porque el contador Danilo 
Astori tuvo que viajar debido a las negociaciones con los organismos multilaterales de crédito. Ahora sí 
estamos haciéndolo, y estamos convocando para el 19 de mayo, junto con el Presidente de la República, para 
discutir en este ámbito algunos temas generales. 


Planteamos la discusión de objetivos de política macroeconómica, donde incluimos tres aspectos: la 
sustentabilidad de la deuda, la creación de un clima de inversión y responsabilidad y la construcción de 
mecanismos anticíclicos. 


Por otra parte, discutimos la reforma tributaria, las políticas sociales, las políticas de empleo y las 
condiciones laborales. Allí nos planteamos entre todas las partes cómo hacer para que el aumento de salario 
sea sobre la base de que aumente más el salario de los que cobran menos y aumente menos el salario de los 
que cobran más. 


La dificultad que hay es que el país sigue en crisis; viene de una crisis muy fuerte. El Producto Bruto Interno 
creció el 12% en el último año. Entendemos que la redistribución que produjo ese crecimiento se expresa 
fundamentalmente en la disminución del desempleo, que bajó del 17% al 12%, pero no se expresó en el 
aumento de los salarios. Seguimos teniendo salarios muy sumergidos. Prevemos un crecimiento del 6% para 
este año; la cosa es cómo distribuimos ese porcentaje o el que sea. Con esto no estamos planteando aquella 
polémica que se dio en algún momento en cuanto a si había que agrandar la torta para después repartirla, o si 
distribuir primero para después crecer. Creemos que hay que crecer distribuyendo y distribuir creciendo, 
porque si se establecen mecanismos de distribución que después no se pueden sostener, se cae todo al piso. 
Queremos dar esta discusión de forma tripartita. 


En el Estado hay limitaciones para la negociación colectiva y también en la actividad privada, que merece no 
fijar pautas unilateralmente sino conversar con todos los sectores. Así lo hemos planteado. Entendemos que 
lo que allí debatamos tiene que servir como marco conceptual para el desarrollo de los Consejos de Salarios. 
No llegamos a establecer esto antes de iniciar los Consejos de Salarios, pero ahora están en la etapa de 
centrar los temas de discusión. Como es obvio, planteamos que en los Consejos de Salarios se pueda discutir 
absolutamente todo, pero no se puede discutir absolutamente todo al mismo tiempo, porque no llegaríamos a 
ninguna conclusión. La sugerencia que hicimos fue que en una primera ronda se lleguen a acuerdos sobre 
salarios en no más de un mes, mes y medio o dos meses, y que en una segunda ronda se discuta todo lo 
demás, como categorías laborales, condiciones laborales, formas de trabajo, etcétera. Mientras se establece 
eso y los subgrupos, nosotros vamos a avanzar para determinar pautas más precisas. 


En cuanto a la negociación colectiva de los públicos, debemos decir que tenemos mayores dificultades 
porque estamos trabajando sobre la base del Presupuesto aprobado en el Período anterior. No necesariamente 
podemos manejar las mismas pautas de recuperación de lo que se ha perdido. Compartimos con COFE que 
en este Período se ha perdido aproximadamente el 19%, o el 20% de salario real y que hay que iniciar un 
proceso de recuperación; tenemos diferencias en cuanto al tiempo en que lo podemos recuperar. Se maneja el 
concepto de que solamente con el aumento del 100% del IPC se recupera el salario real con respecto al año 
pasado, pero no así con respecto a este año. La posibilidad que se está conversando es que, establecido el 
monto que significa el 100% del IPC, se distribuya esa masa salarial de forma distinta, es decir, aumentando 
más a los que cobran menos y aumentando menos a los que cobran más, pero siempre manteniendo la misma 
masa salarial. Esa es la posición que ha llevado el Poder Ejecutivo. Se está conversando y por ahora no hay 
acuerdo. 


En el equipo de conducción del Ministerio valoramos que esa prioridad fue cumplida. La prioridad de la 
instalación de la negociación colectiva y de los Consejos de Salarios se cumplió y ahora tienen que empezar a 
trabajar con su propia dinámica. Cumplida esa prioridad, están las otras dos: el empleo y la inspección. 


Quisiera señalar que para llevar adelante este trabajo nos encontramos con grandes dificultades, porque como 
hace doce, trece o catorce años que los Consejos de Salarios no funcionan, se deterioró la estructura del 
Ministerio para la negociación colectiva. Teníamos dieciséis abogados, que trabajaban en ocho parejas, 
dedicados a eso. Si tenemos en cuenta que cuando el doctor Sanguinetti convocó a los Consejos de Salarios 
en 1985 contaba con 115 abogados a través de los pases en comisión -que nosotros no podemos hacer-, 
vemos que tenemos un problema. Esto lo estamos solucionando con el apoyo del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, que contrató treinta abogados que se tienen que incorporar presupuestalmente a 
partir del año que viene. Aumentamos el número de abogados y distribuimos internamente a los que no 
estaban en la DINATRA. De esa manera aumentamos a cerca de sesenta los abogados disponibles para este 
trabajo. 


SEÑOR ITURRALDE.- ¿Me puede reiterar esto último? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Había dieciséis abogados en la 
negociación colectiva y otros que estaban en la negociación individual y que no necesariamente los 
cambiamos para la negociación colectiva, porque íbamos a vestir un santo desvistiendo otro. Pero el 
PNUD contrató treinta abogados a través de un llamado público. Se presentaron aproximadamente 
doscientos cuarenta abogados, se seleccionaron cuarenta por currículum y por antecedentes y se 
realizó un curso con una prueba final. Por el resultado de esa prueba se enumeraron del uno al 
cuarenta. Se tomaron treinta y así llegamos a cuarenta y seis abogados. Además, distribuimos 
internamente a otros abogados del Ministerio que estaban en otra función y que querían pasar a la 


DINATRA. Allí establecimos un equipo de entre cincuenta y sesenta abogados para trabajar en 
veintitrés grupos. No son cuarenta y siete ni cuarenta y ocho como en 1985 sino solo veintitrés. Ahora 
van a funcionar veintiuno: los veinte del consejo superior tripartito y el consejo tripartito rural, que 
trabajará hasta julio. Es decir que tuvimos dificultad en armar este equipo. Esto es lógico en la medida 
en que la negociación colectiva no era lo que se estaba llevando adelante en los últimos tiempos; el 
equipo se deterioró y disminuyó. También tenemos la dificultad de los pases en comisión, porque entre 
1985 y el 2005 se aprobaron criterios distintos para eso. Quería señalar estos elementos para no cerrar 
la prioridad de la negociación colectiva sin mencionar las dificultades con las que nos encontramos. 


SEÑOR ABDALA.- Lamentablemente debo retirarme de Sala porque está por comenzar la sesión de la 
Comisión de Seguridad Social que presido y a la cual concurrió el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social hace poco tiempo. Para que no se interprete como un desaire o una falta de elegancia, 
quería disculparme con el señor Ministro y agradecer su presencia. Seguramente nos perderemos una 
parte sustantiva de su exposición, pero leeremos en forma muy detenida la versión taquigráfica de esta 
sesión para informarnos al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pongo a consideración de los integrantes de la Comisión la posibilidad de 
abordar todo el informe del señor Ministro -nos resta lo relativo al empleo y a la inspección general-, o 
capítulo por capítulo. 


SEÑOR ITURRALDE.- Como método quizás sea mejor abordar tema por tema y hacer las preguntas 
entre uno y otro, pero tengo miedo de que el tiempo del señor Ministro, que seguramente es escaso, no 
alcance para abordar todo el informe. En base a esto, prefiero escuchar todo el informe y al final, si da 
el tiempo, hacer las preguntas correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como todos están de acuerdo, así se hará. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Decía que cuando valoramos las 
políticas de empleo entendemos que en el país hubo un proceso de deterioro del aparato productivo y 
del empleo y se perdieron fuentes de trabajo y salario. En realidad, las políticas de empleo que se 
llevaron adelante fueron compensatorias de los efectos de ese deterioro. Estas políticas no crearon 
empleo sino que financiaron el desempleo. En la década del noventa se estableció la posibilidad de 
ampliar el seguro de desempleo de seis a dieciocho meses. Esto se complementó con los cursos de 
reconversión laboral que implicaban un viático para quien los hiciera, que aumentaba el ingreso. Esto 
no generó empleo. Entonces, lo tomamos como una financiación del desempleo. Nosotros pretendemos 
buscar fórmulas de creación de empleo y no porque sea la función de nuestra Cartera. Entendemos 
que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene que manejar fundamentalmente las relaciones 
laborales. La creación de empleo es la obligación de todo el Gobierno. Si el Gobierno no empuja a la 
recuperación del aparato productivo, de la industria, de la tierra, del comercio y no genera fuentes de 
trabajo, no hay Ministro de Trabajo en el mundo que pueda generar empleo. No hay Ministro en el 
mundo que pueda generar empleo si la política económica y social empuja al desempleo. Entendemos 
que lo que pasó, en el marco de una política económica que empujaba a eso, operó como 
compensatorio de los efectos, pero no creó empleo. En ese sentido, pensamos que hay que establecer 
políticas activas en la generación de empleo y vamos a dos fórmulas. Una es el fomento de la 
microempresa y la búsqueda de fórmulas de microcrédito para apoyo de la microempresa creada. Allí 
nos introducimos en un tema que necesita ley; así que en algún momento vamos a tener que hablar de 
esto. El año pasado se avanzó sobre el tema cuando se votó la ley cooperativa que establece que los 
Jueces pueden resolver que los trabajadores sean los depositarios del bien en los casos de fábricas que 
estén al borde del cierre o que vayan a remate. También se establece que los trabajadores pueden 
retirar el monto del seguro de desempleo todo junto para capitalizar la empresa. Esto fue aprobado 
creo que a mediados del año pasado y lo tenemos que reglamentar. Allí se establece la posibilidad de 
usar el seguro de desempleo para capitalizar la empresa. Creemos que se puede utilizar -no que se debe 
sino que se puede utilizar- también en los casos en que los trabajadores estén a punto de perder el 
trabajo y vayan al seguro de desempleo para que dos o tres se puedan asociar y retirar todos los 
seguros de desempleo. Me refiero a retirar el seguro sobre la base de un proyecto de trabajo y no por la 
sola voluntad, que será estudiado por un equipo -luego expresaré cómo se integrará- para montar una 


microempresa. En la JUNAE hay dos programas al respecto. De este modo, se pueden utilizar fondos 
de la JUNAE para la creación y fortalecimiento de microempresas. 


Estamos tratando de complementar esto con un acuerdo de cooperación con España. Cuando el doctor 
Atchugarry era el Ministro de Economía y Finanzas se estableció un acuerdo de cooperación por 10:000.000 
de euros como apoyo al Gobierno. Ningún Ministerio utilizó ese fondo en el Gobierno pasado ni en lo que va 
de este. Hemos hablado con el Presidente del Consejo Económico y Social de España, con el Director 
General de AECI 


—— Agencia Española de Cooperación Internacional-, con el Embajador de España, con el Presidente 
del Consejo Empresarial para la Economía Social Española y con la OPP, para acordar que esa 
cooperación, que era para todo el Gobierno, se centre en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
con participación de la OPP, para otorgar microcréditos a las microempresas que se creen a través de 
estos mecanismos que expresaba. Este proyecto requiere aprobación del Consejo de Ministros español, 
porque se le han introducido algunas modificaciones: modifica el papel de la Corporación; se hace con 
la OPP pero participaría directamente algún banco de fomento. Se trabajaría muy cerca de 
CUDECOOP, del movimiento cooperativo, y de ANMYPE para la creación de microempresas. Se 
establecería un comité de crédito -con representación de CUDECOOP, ANMYPE, Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, OPP, y JUNAE- que sería el encargado de evaluar los proyectos para ver 
si adelanta o no el seguro. Tenemos la experiencia de cuando se fomentó el despido incentivado. 
Muchos de los trabajadores que aceptaron el despido incentivado montaron una microempresa y en el 
correr del año se fundieron. Esto no puede pasar y, por lo tanto, no se puede dar el microcrédito a 
cualquiera sino cuando existe un proyecto evaluado no, solo por sí mismo sino con relación a las 
posibilidades de desarrollo en la economía uruguaya. Esto también está relacionado con el 
observatorio de trabajo, que es el paso siguiente. Ha habido una opción grande de cursos. Conocemos 
trabajadores que iban a los cursos por la cantidad de horas que tenían, por los días que duraban o 
porque tenían viático y realmente no se iban a reconvertir. Hemos hablado con empresarios que nos 
dicen que necesitan cincuenta trabajadores para determinada tarea; los tenemos que formar para eso, 
pero no a cientos, porque en algún momento esa fuente se agota. Debemos tener una posibilidad 
grande de reconvertir los cursos, por un lado, con institutos informales de capacitación y, por otro, con 
la UTU, a través de cursos permanentes. 


Cuando, por ejemplo, un carpintero quería crear una microempresa se le daban cursos de carpintería, pero eso 
ya lo sabía y después se fundía porque no administraba bien la empresa y no tenía conceptos de gestión ni de 
venta. Los cursos que acompañen la creación de microempresas serán sobre gestión empresarial, 
administración de empresas, ventas. 


Esta es una de las líneas de la microempresa. Hay trabajadores que no tienen en su cabeza, ni de cerca, 
transformarse en microempresario. Cuando les hablan de empleo es sinónimo de ser trabajadores asalariados; 
quieren serlo y que otro tenga la responsabilidad de la gestión. Aquí se aplica el desarrollo del observatorio 
de trabajo, que ya está planteado en la JUNAE, además de que hay un proyecto con la cooperación italiana, 
más allá de que nosotros queremos desarrollar uno desde el Ministerio. De allí se dará la prospección de 
dónde hay posibilidades de trabajo. 


En los últimos días he conversado con distintos empresarios forestales que hablan de un crecimiento muy 
grande del empleo con cierta capacitación en los próximos dos años. Si esta surge en Uruguay, bien; de lo 
contrario, van a tomar los que estén cruzando el Puente de Fray Bentos. Esto me lo han dicho distintos 
empresarios. Teniendo en cuenta esa posibilidad de fuentes de trabajo, debemos orientar la capacitación a 
aquellos empleos que la requieran. 


En este aspecto no tuvimos las dificultades que surgieron con DINATRA. Esta estructura en el Ministerio 
estaba más conservada. Necesitamos alguna reconversión, pero esto no es central como sí lo fue en 
DINATRA y como va a ser con la inspección. 


La tercera prioridad es la inspección del trabajo y la formalización del trabajo. Tanto trabajadores como 
empresarios nos han expresado la necesidad de fortalecer las inspecciones de trabajo. En todo este período se 
ha generado -esto ha sido un proceso; no ha sido de un día para el otro- un desarrollo fortísimo del 
informalismo. La OIT habla de tres o cuatro formas de informalismo; yo hablo de dos. La primera es la del 


trabajador que se quedó sin empleo y se inventó uno. Inventó algún tipo de servicios, de comercio, abre 
puertas de taxis, lava parabrisas, vende cosas en los ómnibus. Ese informalismo es un grito desesperado por 
seguir sobreviviendo. Se ha desarrollado tanto que también en algún momento compite con el pequeño 
comercio y hay empresarios que lo manejan. La segunda forma es la gran empresa que encuentra en el 
informalismo una manera de competencia desleal. La mayor parte de los empresarios apuntan a ese 
informalismo porque es una forma de competencia desleal, pero además establece formas de precariedad 
laboral que ponen en riesgo la salud y la seguridad de los trabajadores. La mayor parte de muertes por 
accidente en los últimos dos años se produjeron donde había actividad informal dentro de la gran empresa. 


Los empresarios de la construcción me expresaron que aspiran a fortalecer las inspecciones y se ofrecen a 
participar en forma tripartita. También me dijeron que no se refieren a los dos obreros de SUNCA que se 
juntan para hacerle un baño a una señora jubilada que no puede pagar aportes, sino a los que construyen 
edificios de más de diez pisos en Maldonado y no están en la DGI ni en el BPS y ni siquiera reciben la 
inspección previa a la autorización de cualquier obra para la habilitación de los andamios. Una de las últimas 
muertes, el mes pasado, fue en una iglesia, a unas cuadras del Ministerio, cuando se cayó por la escalera un 
trabajador que no tenía cinturón de seguridad. El último trabajador que murió también estaba en la 
informalidad -en la forestación-, en Tranqueras. La informalidad nos está provocando una cantidad muy 
importante de muertes. En 2003 y 2004 hubo 41 muertes y van 11 en el transcurso del año. Estas se reparten 
en tres actividades. La primera está en la industria, que es algo vago -dentro de ella esta la UTE, donde se han 
producido tres muertes en los últimos meses-, en las fábricas. No es nada vago el segundo sector, que es la 
construcción, y el tercero, que es la forestación. Un tercio de las muertes se da en cada sector. 


Nosotros no podemos dar garantías en cuanto a que solo esas sean las muertes que se produjeron; solo 
podemos dar garantía de las que tenemos denunciadas. Al trabajador que se murió en la iglesia de la Ciudad 
Vieja, cuando cayó de la escalera, lo llevaron a un sanatorio. De allí al Hospital Pasteur, donde murió. El 
informe de la Policía decía: "muerto por golpes en la cabeza". Si esto no se hubiera dado a pocas cuadras del 
Ministerio y no nos hubiera llegado la denuncia por parte de vecinos, esa muerte no habría figurado como 
accidente de trabajo. Tenemos denuncias muy fuertes que no podemos probar, sobre muertos en la 
forestación o en las minas de Artigas, que no figuran como accidentes de trabajo, ni siquiera como muertes 
producidas en el país, porque aparecen del otro lado de la frontera. No podemos probar esto, pero suponemos 
que son más las muertes que se están produciendo por accidentes de trabajo en donde hay un alto desarrollo 
de la actividad informal. 


Nosotros recibimos el Ministerio con cuatro vehículos para realizar las inspecciones. No había ninguna 
camioneta cuatro por cuatro o, mejor dicho, había una que tenía seiscientos mil kilómetros, en taller. Cuando 
asumimos, nos dieron la camioneta a los dos días, salimos al interior y no llegó a destino porque se rompió 
antes. No pudimos inspeccionar el interior profundo. Acá tenemos dificultades técnicas y no contamos con 
los inspectores suficientes. Estamos solucionando el problema de las camionetas con alguna que nos 
proporcionó el Ministerio del Interior, dos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y alguna más que 
vamos a tener del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Tenemos que seguir viendo cómo mejoramos la 
capacidad técnica. 


Hay muchas observaciones de la OIT por la capacidad técnica y por el salario que se paga a los inspectores, 
que no permite la dedicación plena; además, favorece el doble empleo. Se trata de cinco observaciones que 
estamos tratando de levantar, mejorando la gestión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social habla sobre 
la capacidad técnica ¿a qué se refiere concretamente? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No me refiero a la capacidad de los 
inspectores sino a apoyo técnico para las inspecciones. Estamos tratando de incluir en el equipo a un 
médico, a un químico y a un toxicólogo. Rápidamente, solucionaremos algunas cosas, pero 
necesitábamos aumentar el número de toxicólogos al doble y no podremos hacerlo. Contamos con 
cooperación española y chilena; todavía no hemos recurrido a esta, pero probablemente lo hagamos. 


Sí establecimos, por decreto, la creación de un Consejo Nacional Asesor en materia de Inspecciones, que es 
tripartito y se integraría con trabajadores, empresarios y el Ministerio. Trabajarían dos empresarios con dos 
asesores, dos trabajadores y cinco integrantes del Ministerio. Es un Consejo Asesor, pero admite que cuando 


se trata de un asunto concreto concurran quienes estén al tanto de ese tema. Por lo tanto, se puede establecer 
un Consejo Nacional Asesor por rama de trabajo que tenga como cometido elaborar recomendaciones para el 
diseño de las políticas de inspecciones, de políticas que reafirmen la seguridad y la salud de los trabajadores, 
y el combate a la informalidad. Pensamos que este combate a la informalidad tiene dos aspectos: uno, basado 
en las inspecciones, que es represivo, y otro no represivo, sino que es el intento de demostrar -para ello 
necesitaremos bastante inventiva- que conviene más ser formal que informal. Eso nos recomienda la Cámara 
de Transporte de Cargas, la ADMYPE. La Cámara de Transporte de Cargas ha desarrollado algunas políticas 
que han llevado a eso. Quizás tengamos que atar este planteo con la idea de recibir servicios del Estado para 
que se muestre que es más conveniente ser formal que informal. Estamos trabajando con la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto en esa posibilidad. 


Por otro lado -y esto requiere de una ley-, entendemos que un gran elemento de complicación de todo esto es 
la "tercerización salvaje" que se lleva adelante cuando empresarios contratan empresas tercerizadoras que no 
tienen responsabilidad, ni patrimonio y, por lo tanto, no pueden asegurar el correcto trabajo con quienes 
emplean. Cuando hablo de "tercerización salvaje" me refiero a camiones que recorren departamentos 
levantando gente para trabajar en la forestación y lo único que se les dice a las personas es cuánto se les va a 
pagar. Estas personas terminan trabajando en otro departamento, sin equipo de seguridad, sin protección, sin 
BPS, sin nada, y muchas veces les pagan durante un tiempo pero cuando llega la fecha del último cobro el 
camión se retira. Es en estos casos donde se producen la mayor cantidad de accidentes, inclusive mortales. 


Creemos que hay que establecer claramente la responsabilidad subsidiaria en el caso de las tercerizaciones, 
inclusive, podríamos hacerlo en su totalidad. La ley nos permite exigir eso en lo que refiere a los temas 
salariales no indemnizados y a algunos elementos de seguridad. Vamos a trabajar sobre un proyecto de ley 
que establezca la responsabilidad subsidiaria total para que el que tercerice lo haga como empresa seria. A 
varias empresas de la forestación les hemos comunicado esto y nos dicen que están absolutamente de acuerdo 
con ello, siempre y cuando se respete la condición de controlarlos a todos. Y tienen razón porque quizás eso 
establece un costo mayor para el que cumple. De hecho ya tienen una diferencia de costo, porque hay algunas 
que cumplen más y otras que lo hacen menos, pero todas están totalmente de acuerdo con esto. 


Estas situaciones se dan en el área de la forestación, en la del citrus, así como también en unas cuantas 
empresas pesqueras. En algún momento vamos a concurrir a esta Comisión con algún proyecto de ley que 
nos permita solucionar estos problemas. 


El primer Consejo Nacional Asesor empezará a funcionar a mediados de la semana que viene y luego habrá 
varios. 


Para llevar adelante estas tres prioridades necesitamos la presencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en todo el interior y tenemos dispersas cuarenta y dos oficinas de trabajo que entendemos deben 
cumplir un papel mucho más activo. 


Cuando asumimos esta Cartera designamos como Directora Nacional de Coordinación del Interior a la 
doctora Rosario Lagarmilla, quien fuera la anterior Directora General de Secretaría, porque entendemos tiene 
un profundo conocimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A partir de ese nombramiento se 
planteó la creación, en cada oficina del interior, de un Consejo Tripartito de Mejora de Gestión. Es decir que 
trabajadores y empresarios, con el asesoramiento del Colegio de Abogados local, deberán estudiar la forma 
de funcionamiento de cada oficina. Ese Consejo lo preside la doctora Lagarmilla o quien ella designe. Esta 
necesidad ya ha sido planteada en algunas oficinas, pero nosotros estamos recorriendo todas. Pensamos que 
por esa vía vamos a mejorar la situación. 


Esto requiere un esfuerzo por la vía presupuestaria. En los últimos tres años, cuando se discutió el 
presupuesto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se repitió el presupuesto anterior. No sucedió así en 
1985, cuando la participación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el presupuesto nacional fue 
prácticamente del 1%. De ahí en adelante, fue del 0,66% siempre y de ese porcentaje más del 80% 
corresponde al INDA. Es decir que el 0,53%, 0,54% del presupuesto corresponde al INDA y el 0,12%, 0,13% 
corresponde al resto del Ministerio. Si se excluye lo correspondiente al INDA, se trata del Ministerio con 
menor asignación presupuestal. Ya le adelantamos al Presidente de la República que a partir del 2006 sólo se 
podrá cumplir con todo esto si contamos con no menos del 1% del presupuesto nacional. Esto fue un poco 
aventurado. Ahora estamos elaborando el presupuesto en base a planes de trabajo, es decir, viendo cuáles son 


las prioridades de Gobierno, así como las del Inciso, y estableceremos claramente que es lo que necesitamos. 
Sin embargo, está muy claro que con lo que tenemos ahora esto no se puede hacer. 


No vamos a aumentar rápidamente la cantidad de inspectores porque no podemos, pero sí lo haremos para el 
año que viene porque con la cantidad actual no es posible controlar lo que nos solicitan tanto los empresarios 
como los trabajadores. Uno tiene claro que no son todos los empresarios que lo exigen, porque hay algunos 
que son los que incumplen, pero las Cámaras nos piden eso. Nosotros creemos que les asiste razón y no se 
puede avanzar si no se fortalece ese aspecto. 


Además, quiero decir que recibimos un Ministerio que es complicado en cuanto al presupuesto porque tiene 
trabajadores del Ministerio, de ANSE, del INA, de PLUNA, de AFE y para la misma función existen 
múltiples remuneraciones muy distantes. Un inspector de trabajo puede cobrar entre $ 7.000 y $ 24.000, 
haciendo la misma función. Eso complica, inclusive en lo que puede ser el espíritu de trabajo. Si uno tiene al 
lado a alguien que cobra muchísimo más, se generan dificultades. En todo el Gobierno hemos establecido la 
necesidad de que a igual función igual remuneración, pero no se puede hacer rápidamente y constituye una 
limitación. Veremos cómo se avanza en ese sentido. 


Por otro lado, así como heredamos trabajadores de otros organismos, también heredamos juicios. Los dos 
más fuertes que hay son los del INDA e INA. El del INDA es un juicio que no se origina necesariamente en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social porque es por compra de carnes no pagada. El INDA reconoce la 
compra pero cuando se cambian las compras hacia la UCAA, que está en la órbita del Ministerio de 
Economía y Finanzas, en esta Cartera se resolvió no pagar unas boletas porque había irregularidades por otro 
lado, y esto generó un juicio que hoy oscila en el US$ 1:000.000, pero que se puede multiplicar. 


Después tenemos otro juicio que se hereda del Instituto Nacional de Abastecimiento por compras de 
alimentos, papel higiénico y servilletas, que se terminó de pagar, pero se hizo a destiempo. Entonces, según 
el Director del INA se debían $ 214; según contadores del Ministerio a quienes se les pidió que evaluaran la 
deuda, de acuerdo con el criterio aplicado, se debía US$ 3.000, US$ 90.000, o US$ 270.000. Pero tenemos un 
juicio que cuando asumimos era por US$ 8:000.000 y un mes después es por US$ 9:000.000. Acá tenemos un 
problema. El doctor Gonzalo Aguirre, quien está llevando adelante este juicio, nos planteó el otro día 
negociar el pago. Llevé el tema al acuerdo con el Presidente y estamos evaluando esa posibilidad. Lo que ha 
pasado acá es que fue tirado para delante y cada vez crece más. Pero en algún momento hay que pagar. 
Vamos a ver cómo lo resolvemos. 


Reitero que heredamos trabajadores y deudas de distintos organismos; pero no siempre heredamos el 
patrimonio de esos mismos organismos. 


En síntesis, es esto lo que estamos haciendo. Hay tres prioridades y una regularización interna para trabajar 
sobre ellas. Necesitamos ajustar el presupuesto, que debe crecer. Pensamos que el Ministerio tiene otro rol 
político al asumir la negociación colectiva y la inspección de otra forma, pero no lo podemos llevar adelante 
con los actuales recursos. 


Quiero aclarar que hablé de trabajo. Concurrí a la Comisión de Seguridad Social y, si bien hice una 
introducción más o menos similar, después hablé estrictamente de seguridad social. Acá no hablé de eso. Sí 
cabría decir que el señor Presidente nos ha encomendado que el Ministerio retome su papel de conductor de 
la seguridad social. Por lo tanto, vamos a fortalecer la Asesoría de Seguridad Social. Estamos encarando eso. 
No me extendí porque lo dije en la otra Comisión, pero por lo menos, lo quería establecer. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La exposición del señor Ministro ha sido muy ilustrativa e interesante. 
Voy a pasar revista a algunos temas sobre los cuales me gustaría conversar, aunque no va a dar el 
tiempo para todos. Por lo tanto, sería interesante saber si podremos conversar con los Directores de las 
distintas áreas del Ministerio a fin de conocer más a fondo estos temas. 


En cuanto a los Consejos de Salarios, me gustaría saber cuáles son los criterios con relación a la negociación, 
cuál va a ser el rol del Ministerio, si se va a votar, si va a haber homologación, etcétera. Seguramente, no nos 
va a dar el tiempo hoy para conversar de todo, pero probablemente sí más adelante. ¿Qué va a pasar durante 
la negociación? ¿Habrá una cláusula de paz a efectos de generar un clima apropiado para la negociación? 
¿Qué va a pasar con aquellas empresas que no se encuentren en condiciones de pagar? ¿Cómo vamos a 


salvaguardarnos de que quienes sí pueden hacerlo no utilicen esos mecanismos para no pagar lo apropiado? 
Me gustaría saber cuál fue el criterio de selección y qué calidad tiene el personal que va a dirigir los Consejos 
de Salarios. ¿Van a estar dirigidos por el personal que ya tiene trayectoria en el tema? 


En cuanto a las políticas de empleo, me pareció interesante la forma cómo están manejando el asunto. 
Entiendo apropiado retomar el tema del observatorio laboral. El observatorio de empleo conduce mucho más 
a un esfuerzo del Estado, directamente hacia los lugares donde se requiere mano de obra. Por lo tanto, veo 
muy bien cómo se encara ese tema. 


Con relación a la orientación de los trabajadores que funcionan como microempresas, me parece que está 
muy bien planteado el tema y lo felicito particularmente. Además, le anuncio que en los próximos días 
nuestro sector, Alianza Nacional, va a presentar un proyecto de ley de creación de las agencias de desarrollo 
regional, en el cual puede perfectamente enmarcarse un trabajo conjunto en este tema. 


En cuanto a la inspección -ya que tuve la suerte de trabajar durante tres años y medio al frente de dicha área; 
es donde más siento ganas de analizar a fondo-, me gustaría saber si está superado el conflicto que hubo con 
la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay, es decir, si fue conducido hacia un fin definitivo, pues 
estaba bien encaminado. 


En lo que refiere a los trabajadores rurales, hicimos unas inspecciones intensas de contralor del cumplimiento 
de las normas en el área rural; inclusive lo hicimos con locomoción del ejército que nos proporcionaba 
"jeeps", porque es la única manera de llegar a controlar el cumplimiento de las normas en las zonas rurales. 


En esa época se creó también una División de Inspectores del Interior y había inspectores en todos los 
departamentos. No sé si eso es así todavía, ni con cuántos inspectores se cuenta actualmente. Me parece muy 
importante reforzar a los inspectores, tanto desde el punto de vista de la cantidad como de su formación. 
También deberíamos analizar un tema que fue históricamente conflictivo: los inspectores, por ese hecho, 
tienen una compensación del 100% por estar a la orden, y luego cuando se van en comisión siguen cobrando 
lo mismo. Esto implica una dificultad importante, porque si los inspectores se van en comisión no pueden 
cumplir con el contralor de las normas laborales de protección a los trabajadores y -como bien decía el señor 
Ministro-, ni detectar la competencia desleal que desarrollan las empresas que no cumplen con la normativa 
de seguridad, higiene y condiciones ambientales en el trabajo. 


Hay algunos temas que creo habría que hincarles el diente a fondo. A veces, escuchamos en la prensa que se 
está discutiendo en forma tripartita. Nosotros decimos: "Bueno, nos gustaría participar no solo con un tema 
ya avanzado en su estudio sino analizar cómo se van elaborando otros". Por ejemplo, recuerdo la ley marco 
de convenios colectivos en la que, junto con el doctor Varela, abogado de AEBU y del PTIECNT, avanzamos 
mucho en un seminario que realizamos en el año 1995, cuando se habló de una ley marco que habilitaba los 
convenios entre las asociaciones de industriales y la Central de Trabajadores, para que luego, en su interna, 
cada cual hiciera convenios específicos por rama, zonas o actividades. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- ¿Esa ley era cuando estaba la doctora 
Piñeyrúa? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No, participé con Gobiernos del Partido Colorado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL .- El proyecto de ley que tomamos como 
punto de partida de esta discusión es el que se elaboró en forma tripartita, que no se aprobó en las 
Cámaras. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Se trata de un seminario de la OIT, con participación tripartita, que se 
realizó en el año 1995. 


Termino, señor Presidente. 


La Ley Marco de Convenios Colectivos es muy importante. Creo que el fuero, para el delegado de los 
Consejos de Salarios, va a ser central. Tuve la suerte de debatir con algunos delegados de la fuerza política 
que representa el Ministro, preelectoralmente, acerca de la función de la negociación colectiva, y tuvimos 


muchos más acercamientos que diferencias. El Consejo de Salarios, en definitiva, es un subtipo de 
negociación colectiva donde el Estado lleva adelante un rol mucho más activo. Esa era la duda que teníamos. 
Nosotros apostábamos un poco más al rol subsidiario del Estado, es decir, interviniendo solo en los casos en 
que las partes no se pusieran de acuerdo. La idea era tratar de restar al Estado el protagonismo y no tener un 
aparato burocrático destinado a eso. Reitero: el fuero para los dirigentes sindicales que participan en la 
negociación es importante. 


También es importante ahondar en la reglamentación de los Convenios N* 87 y N* 98, que son con los que 
nos podíamos mover dentro de la Inspección General del Trabajo en su momento -esto sigue siendo así- y, 
además, se podía imponer sanciones por persecución sindical. Mucho falta por reglamentar en ese sentido. 


En cuanto a las condiciones de medio ambiente de trabajo, aún falta el apoyo técnicos de profesionales 
idóneos en la materia. También es necesario elaborar una política nacional al respecto. La creación del 
Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, tan mencionado a lo largo de estos años, nunca se ha 
concretado porque siempre tuvo, a través de distintos decretos del Poder Ejecutivo, una existencia transitoria. 
No obstante, no se le ha dado un marco apropiado. Así, en España existe el Instituto Nacional de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo, que creo es un buen modelo a seguir y por eso en este momento se está apuntando a la 
cooperación española. Me parece que vale la pena hacer un esfuerzo, no solamente por el problema de los 
accidentes de trabajo sino también por el de las enfermedades profesionales. Creo que debe realizarse un 
trabajo conjunto entre el Ministerio de Salud Pública, Banco de Seguros y Banco de Previsión Social para 
que, ojalá, lleguemos a buen término en este Período de Gobierno. 


Además, quisiera saber qué situación se encontró en la Dirección Nacional de Coordinación del Interior, ya 
que he escuchado distintos comentarios al respecto. Específicamente, ¿qué tipo de irregularidades se 
encontraron en dicha Dirección? ¿O eran temas concretos del Instituto Nacional de Alimentación? Me refiero 
a algunos comentarios del Director del INDA que me gustaría conocer mucho más a fondo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a la última pregunta, 
debo decir que recibí una cantidad enorme de denuncias relacionadas con las oficinas del interior. Hay 
dos tipos de denuncias. Unas tiene que ver con irregularidades de trabajo. En la mayor parte de las 
oficinas, por múltiples razones, las denuncias se hacían sin el secreto necesario. Y muchas veces, se 
enteraba el denunciado, no había inspección, pero después era sancionado o despedido quien hacía la 
denuncia. 


Otras denuncias refieren a las canastas del INDA que se habrían otorgado a gente que cobraba más de tres 
salarios mínimos nacionales y no a los que cobraban menos de esa cantidad. Esto estaría vinculado a razones 
político partidarias. No puedo determinar claramente dónde está el problema, si en la oficina del interior o en 
la Intendencia donde funciona dicha oficina. Tengo claro que el INDA, a veces, no pudo determinar la salida 
de un porcentaje muy alto de sus canastas. Ahora bien, cuando asumió el señor Benech la Dirección del 
INDA estableció mucho más claramente el destino final del 80% de las canastas, pero nos queda un 20% por 
determinar. Este tema está vinculado, fundamentalmente, con las Intendencias. Es saber a dónde van las 
canastas que llegan a las Intendencias. Hace poco salió en el diario una denuncia que me hizo el señor 
legislador Heber. Después recibí la del Intendente de Florida. Eran dos versiones absolutamente diferentes. 
De todas maneras, había alguna irregularidad. 


Tengo claro que las oficinas no son la mejor expresión del Ministro de Trabajo y Seguridad social. Los jefes 
son de carrera, el Ministerio no los puede modificar; puede cambiar los encargados donde no hay jefe, pero 
para nosotros es complicado. La doctora Lagarmilla está recorriendo oficinas y la he acompañado en algunos 
casos. La voy a acompañar a la frontera, a donde hay puertos y trabajo importantes. Fuimos a Rocha y 
planteamos a los jefes de oficina que, de acuerdo con las normas del MERCOSUR, pueden realizar tareas 
trabajadores que vivan a una distancia no mayor a 20 kilómetros. Pero no podemos comprobar si esos 
trabajadores viven a 20 kilómetros o a 52 kilómetros; lo que sí podemos comprobar es si están inscriptos en 
el BPS. Entones, se debe delimitar claramente si los ciudadanos brasileños que están trabajando en Uruguay 
están inscriptos en el BPS. Si están inscriptos los admitimos, pero si no es así, vamos a ponernos fuertes en 
esas Cosas. 


Por otro lado, manejamos encuestas realizadas sobre las inspecciones, lo que nos está haciendo pensar en que 
quizás debamos realizar una reestructura, ya que las inspecciones realizadas por inspectores que residen en el 


mismo departamento detectan el 25% de las irregularidades, y las llevadas a cabo por inspectores ajenos al 
departamento detectan el 75%. 


SEÑOR ITURRALDE.- En su momento, cuando fue creada la Dirección de Interior, estaba 
expresamente prohibido que las inspecciones fueran realizadas por el inspector residente en el 
departamento, por lo que las realizaba en los departamentos vecinos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Nosotros queremos hacer algo así, 
pero fortaleciendo la inspección por zonas. A pesar de que lo hemos fijado como una prioridad, hasta 
ahora hemos trabajado sobre la base de órdenes de servicio diarias y no tenemos un diseño correcto de 
la inspección. Entonces, al manejar el tema como una prioridad, tenemos que hacer un rediseño global 
de la inspección y sobre esa base manejar las órdenes de servicio. 


Esa es la idea que estamos manejando y recién ahora vamos a empezar a trabajar en eso. Pero queremos 
hacer este rediseño conversando con empresarios y trabajadores, ya que consideramos que hay elementos a 
mejorar. Y como este rediseño tiene que ver con las posibilidades, quizás comience a funcionar a partir del 
año que viene, ya que debemos corregir algunas cosas y hoy no lo podemos hacer. 


En cuanto a los Consejos de Salarios, el rol del Ministerio es el de un participante activo. No es así en lo 
relativo a la negociación colectiva, ya que nuestra Cartera solo coordina y los negociadores directos son los 
representantes de la OPP y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Si no se obtienen acuerdos, por 
supuesto, se va a votar, pero nosotros siempre vamos a tratar de promover el acuerdo. 


Si los integrantes se ponen de acuerdo en establecer cláusulas de paz, pueden formularse, y el Ministerio no 
va a decir ni sí ni no. Si bien no hay ningún elemento contrario a ello, estas cláusulas deben surgir de las 
partes. 


Por otro lado, si bien en virtud de la ley de 1943 los Consejos de Salarios se centran en el salario y así ha sido 
durante todo su desarrollo, en ellos también se pueden discutir otros aspectos. Nosotros queremos fortalecer 
ese concepto para que los Consejos de Salarios también se transformen en un instrumento para el desarrollo 
del país productivo y que en ellos pueda establecerse el esfuerzo compartido entre empresarios y trabajadores 
para el aumento de la producción nacional que, entendemos, es la única variable de ajuste que tenemos 
actualmente. Cuando digo "crecer distribuyendo y distribuir creciendo" pienso que la variable de ajuste es el 
crecimiento, es decir, el aumento de la producción nacional, y entendemos que los Consejos de Salarios 
pueden servir para eso. 


Por otro lado, la negociación admite tres posibilidades: la negociación nacional, por rama y por empresa. La 
negociación por rama es, precisamente, el Consejo de Salarios. Queremos una ley de negociación colectiva 
para establecer formas de negociación también por empresa, en las que se traten aspectos que no se van a 
conversar en los Consejos de Salarios como, por ejemplo, la producción de una fábrica. Estos temas no se 
van analizar en los Consejos de Salarios, pero sí se pueden profundizar en el marco de la empresa y 
establecer normas. Entonces, aunque existan los Consejos de Salarios queremos que se elabore un proyecto 
de ley de negociación colectiva. 


En cuanto al empleo no se realizaron preguntas, solo comentarios. Debo decir que me parece importante lo 
relativo a la Agencia de Desarrollo Regional, ya que la cooperación española estableció algunas pautas que 
entendemos correctas. Se trata de una cooperación, fundamentalmente, para el desarrollo local. Entonces, lo 
que estamos haciendo es conversar con los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Turismo y de 
Industria, Energía y Minería para elaborar proyectos de generación de microempresas que sirvan a los planes 
que se están manejando en cada Ministerio. Si bien somos nosotros quienes tenemos la titularidad de los 
proyectos, podríamos dibujarlos en forma conjunta con los otros tres Ministerios. Como dije, debemos 
elaborarlos pensando en que sean útiles para el desarrollo local; no conozco el contenido de lo que se 
anunció, pero puede confluir hacia ello. 


Por otra parte, el conflicto con la inspección no está superado. Cuando asumimos la titularidad del Ministerio 
lo hicimos con el levantamiento del conflicto, pero cuando se emitió la orden de servicio para inspeccionar 
los 600 andamios que habían quedado sin inspeccionar, los trabajadores plantearon que esos andamios 
estaban comprendidos en el conflicto y que no iban a realizar esa tarea. Yo participé en varios conflictos 


cuando trabajaba en la pesca y puedo decir que si hacíamos un paro de cinco días, al sexto procesábamos el 
pescado que no habíamos procesado en los cinco días anteriores; no lo dejábamos fuera. Por tanto, no 
compartimos el criterio de no inspeccionar los andamios. 


El inspector general manifestó en la prensa la posibilidad de que hubiera una consideración de servicio 
esencial. Cuando me reuní en el Ministerio con el sindicato de inspectores -que es uno de lo tres del ramo- les 
dije que entiendo que un Gobierno es popular, en primer lugar, por cómo soluciona los problemas de la gente 
y no necesariamente por cómo se relaciona con sus propios trabajadores. En esa ocasión les manifesté que 
para solucionar los problemas de la gente íbamos a usar todos los recursos, inclusive, el del servicio esencial, 
porque -lo dije hace un rato- se están produciendo muertes por accidentes de trabajo en actividades 
informales. Asimismo les dije que no teníamos problema en discutir ante la opinión pública ese concepto; 
agregué que nos parecía conveniente que retiraran la medida de no realizar inspecciones en los andamios. 
También quiero mencionar que nos habían anunciado que no iban a realizar inspecciones en el puerto, salvo 
demanda o denuncia. 


A partir de esta conversación, que fue fluida, levantaron todas las medidas y establecimos la necesidad de 
conversar con los inspectores sobre el rediseño de las políticas de inspección. Entonces, cuando lo hagamos 
se habrán de incorporar los trabajadores de inspección a esa discusión. En esa medida está encauzado el 
conflicto, pero no está superado. Hay una relación que a veces es mejor con el conjunto, porque todavía 
mantienen algo del conflicto anterior, pero creo que esto se va a encauzar todavía mejor. 


Es correcta la observación en cuanto a que la mejora técnica no se debe limitar a los medios sino que también 
habría que reforzar la calidad de los inspectores, no porque sea mala, sino porque hay que adecuarse a los 
cambios. 


También es importante la posibilidad de establecer un intercambio entre la Comisión y el Ministerio para 
aunar esfuerzos en los temas que requieren legislación. 


Algunos proyectos de ley conviene conversarlos en forma tripartita. Nosotros no queremos elaborar un 
proyecto de ley de libertades sindicales en el Ministerio y traerlo para acá. Y si aquí hay mayoría no 
queremos que se apruebe por esa mayoría y nada más, porque este asunto merece un esfuerzo tripartito, por 
lo menos para determinar todos los insumos que debe contener ese proyecto de ley. Si no elaboramos el 
proyecto de ley en el Consejo Superior Tripartito, pero sí los insumos, con ellos, a partir de un ámbito como 
este, podemos ver cómo elaboramos la ley. Quizá se pueda establecer una participación de los miembros de 
la Comisión de Legislación del Trabajo cuando se entre en esos temas en el Consejo Tripartito. Quizá eso se 
pueda establecer porque enriquece. 


Por último, quiero aclarar que no hay inconveniente en volver con los responsables de cada Dirección. Eso lo 
resuelven ustedes. 


SEÑOR ITURRALDE.- Puede postergarse para otro día, pero lo único que quedó pendiente es el tema 
de las condiciones y medio ambiente de trabajo y la opinión sobre el Consejo Nacional de Salud 
Ocupacional. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Está bien eso. El Inspector y el 
Subinspector destacan lo mismo, que es necesario retomar ese asunto. 


SEÑORA PASSADA.- Quiero recalcar una situación que ha vivido nuestro país: a menos de sesenta 
días de iniciado el Gobierno se tuvo la capacidad de poner sobre la mesa un tema tan sentido para los 
trabajadores como fue el de los convenios y los Consejos de Salarios. Tal como lo manifestaba el 
Presidente el 1” de marzo, no se dudó, desde la Cartera de Trabajo y Seguridad Social, en impulsar dos 
decretos para poner en marcha la instalación de esos Consejos de Salarios -de la cual anteayer algunos 
integrantes de la Comisión fuimos partícipes- que este país olvidó por más de doce años. 


Por otra parte, existe responsabilidad de Legislaturas anteriores por el hecho de no haber reglamentado los 
convenios que nuestro Gobierno firmaba en la OIT, en las asambleas realizadas en Ginebra. Hoy tenemos que 
buscar las vueltas jurídicas, precisamente, por lo que planteaba el señor Diputado Iturralde en relación con 


los fueros sindicales en plena negociación colectiva. Si esto ya hubiera sido reglamentado no tendríamos la 
premura que vamos a tener en los próximos días para llevar adelante esa propuesta. 


Por otro lado, es cierto que nos quedan muchas cosas por ver en cuanto al plan o los programas que 
impulsará el señor Ministro con todo su equipo. Por eso me parece importante poder agendar una reunión de 
trabajo, así como lo hicimos con el PIT-CNT y también tenemos previsto hacerlo con los empresarios. Hay 
que ver la forma de tener una articulación con el Ministerio, con esa característica muy particular que ha sido 
la impronta de esa Cartera: el trabajo tripartito. Creo que ese mecanismo nos permitirá adelantar acuerdos 
acerca de proyectos de ley que nosotros podamos llevar adelante. Esa forma tripartita así como la manera de 
trabajar de la DINATRA ha llevado a que algunos conflictos grandes que vive el país se estén solucionando a 
nivel del Ministerio sin siquiera haber pasado por esta Comisión, como es el caso de los trabajadores de 
GASEBA que están en una huelga de hambre. Ese tema está siendo tratado, como debe ser, dentro de la 
DINATRA. 


O sea que los augurios son buenos, ya que el camino que se está recorriendo es el correcto. Poder articular 
ese trabajo en conjunto con el equipo del Ministerio va a coadyuvar a que esta Comisión pueda ceñirse a sus 
cometidos, esto es, legislar. 


SEÑOR ELOLA.- Sobre la parte técnica no conozco demasiado, pero sí sobre la parte práctica que se 
vive en el interior, ya que estoy en el trabajo, en la calle, desde muy joven 


Creo que la parte informal es lo que está matando al trabajador y al empresario. Hablábamos de la 
microempresa. Creo que hay muchísimas microempresas, pero están todas en negro, debido a que no se 
pueden establecer o no pueden pagar los impuestos. 


Lavalleja tiene bastante forestación y yo lo recorro bastante. Si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
junto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca hicieran un acuerdo tendrían un conocimiento 
exacto de dónde se está cortando, así como un mejor control. Yo escuchaba al señor Ministro con el mayor de 
los respetos cuando se refirió a las camionetas cuatro por cuatro. A veces no es necesario un vehículo de ese 
tipo para saber dónde se está forestando o cuántos empleados están trabajando, porque salen de los poblados 
más cercanos a esas zonas. Hay que darle más practicidad al Ministerio. 


Es cierto que una oficina del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social del interior, por ejemplo en Minas, 
cuenta con cuatro funcionarios. Son muy poquitos y no pueden controlar todo. Pero yo recuerdo que 
antiguamente los cobradores del BPS -cuando se cobraba puerta por puerta y comercio por comercio- tenían 
un conocimiento total de la ciudad y de los comercios, así como de los empleados que había en cada 
comercio. Por supuesto que le hablo de ciudades chicas del interior. Pero hoy hay desconocimiento y si uno 
camina por las ciudades se va dando cuenta de que la persona que perdió el trabajo abrió un quiosco o un 
almacén y no aporta, tal vez porque no puede o no quiere. Pero tenemos que dar facilidades para que esa 
persona empiece a aportar y esté en una situación legal, tanto en el trabajo como en los aportes. Quizás se 
podría decir: "Bueno, si debe y es un pequeño empresario, tiene un quiosco o un almacén, no se le puede 
venir a cobrar ese dinero" y se le podría pedir que empezara a aportar a partir de ese momento. 


Este es solo un comentario basado en un sentido práctico que adquirí recorriendo muchos años la calle; 
conozco la situación y por eso hago este comentario. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a las cuatro por cuatro, 
quiero decir que hay lugares a los que no se llega si no es con ellas; inclusive, existe la experiencia -el 
señor Diputado Iturralde la debe tener- de que, habiendo llegado, ni siquiera se deja entrar a los 
inspectores. Entonces, no solo se necesita saber quién trabaja, sino en qué condiciones lo hace, y para 
analizar en qué condiciones se trabaja, hay que llegar a tiempo al lugar. Hay lugares donde se cumple y 
otros en los que no se cumple; hay lugares donde se incumple más y otros en los que se incumple 
menos. No alcanza con saber quién está trabajando, sino que hay que ver en qué condiciones se está 
trabajando y si se cumplen normas acordadas, inclusive, en forma tripartita. Entonces, en ese sentido, 
para nosotros es importante la forma de llegar. 


En cuanto a la segunda apreciación, olvidé decir -me he olvidado de varias cosas- que estamos haciendo 
reuniones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para coordinar las inspecciones con la Dirección 


General Impositiva y con el Banco de Previsión Social, para compartir información que no siempre se 
comparte y para diseñar en conjunto las visitas a determinados lados, en un proceso que no será corto, pero 
nos ayudará a ordenarnos. Estamos haciendo eso, también apuntando al interior. 


No obstante, insisto con el concepto de que no siempre los inspectores del lugar son los que mejor encaran el 
trabajo en ese lugar; hay amistad y conocimiento de la gente, por lo que no se inspecciona igual que cuando 
uno va afuera. Estamos manejando el concepto de zonificar la inspección. Entonces, si eso está expresamente 
prohibido, mejor todavía. 


SEÑOR POZZI.- Antes que nada, tal como los compañeros decían, quiero agradecer al señor Ministro 
que esté hoy aquí, brindándonos su tiempo. 


En la actividad que muchos de nosotros hemos desarrollado durante más de veinte años como dirigente 
sindical, nos ha tocado pasar varias veces por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y realizar 
negociaciones. Inclusive, pensaba que somos muy pocos los empleados resistentes de los viejos Consejos de 
Salarios del año 1984; yo, por lo menos, los hice todos, desde 1984 a 1990, y el otro día sacaba la cuenta de 
quiénes quedan de aquella vieja época, y me parece que quedan uno o dos. 


Tuve oportunidad de escuchar hablar al señor Ministro sobre la información que hoy está brindando a la 
Comisión. En algunos ámbitos en los que hemos conversado al respecto, he dicho que si se logra llevar 
adelante lo que se está proponiendo -creo que se logrará-, será una verdadera transformación del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y se pondrá una piedra fundamental para un nuevo modelo de relacionamiento 
laboral. 


Todos tenemos la inquietud y la ansiedad de que las cosas se hagan lo antes posible, pero hace dos meses que 
estamos en esto y algunos avances ha habido; los Consejos de Salarios hoy son un hecho y la idea de 
transformar la Junta Nacional de Empleo, organismo que creo que es de gran potencia, puede brindar un 
aporte a la sociedad. En algún momento este organismo fue el único que había de financiación popular, 
porque lo financiaban los trabajadores y tenía un manejo tripartito de una cuestión tan central como el 
empleo. Sobre el particular tenemos ideas que en algún momento iremos volcando. 


Además, tenemos ideas también sobre todo lo que tiene que ver con la inspección del trabajo, que es un 
verdadero problema, un verdadero calvario; desde el ámbito de los sindicatos, lo hemos vivido muchas veces. 


Otro asunto sobre el que ahondaremos cuando avancemos en la discusión de los temas, es el de la 
productividad, con todo lo que ello implica; seguramente, en algún momento comenzará a aparecer como un 
elemento de discusión en los Consejos de Salarios u otros ámbitos. 


Han transcurrido dos meses y muchos pasos se han dado; seguramente, muchos más se van a seguir dando. El 
trabajo es constante. Estoy seguro de que si todas estas ideas se plasman -yo creo que se van a plasmar-, se 
producirá un cambio absolutamente positivo y transformador en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y en las relaciones laborales en el país. 


SEÑOR BARREIRO.- Además de agradecer la presencia del señor Ministro, quiero pedir una 
aclaración. 


Cuando el señor Ministro habló de la negociación colectiva, hizo referencia al aspecto salarial, y cuando hizo 
mención a las próximas decisiones de aumento salarial que deberán tomarse, nos habló de un aumento 
equivalente al cien por ciento del IPC, creo que referido a los funcionarios públicos. También dijo que dentro 
de esa masa global de un aumento del cien por ciento del IPC, iba a haber un aumento mayor para los 
sectores de menores ingresos y, lógicamente, un aumento menor para los sectores de mayores ingresos. 
Concretamente, ¿qué referencia se va a tomar para los ingresos menores? ¿El valor nominal del salario o los 
sectores que en este momento se encuentran más sumergidos en cuanto a los ingresos? La pregunta viene al 
caso, porque sabemos que en algunos sectores hay dificultades para establecer este tipo de aumento 
diferencial ya que, inclusive, podría distorsionar el aspecto escalafonario. ¿Qué idea tiene el señor Ministro 
con respecto a esta pregunta? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Cuando hablé del aspecto salarial me 
refería a la sugerencia de que en esta primera ronda se tratara lo salarial en los Consejos de Salarios. 
En la negociación colectiva de los funcionarios públicos, creo que se arrancó directamente de ese 
punto. 


Cuando me referí a la posibilidad de redireccionar la masa salarial, teniendo en cuenta el cien por ciento del 
IPC, estaba hablando de la propuesta que hizo el Estado en la negociación colectiva. No se avanzó en ese 
sentido porque las dificultades que se tuvo con el segundo grupo -en el que está COFE-, no se dieron con el 
primero; se pidió otra cosa y, entonces, no se pudo avanzar. Se siguió hablando de poner una partida 
complementaria fija, un aumento fijo, que ya estaba redireccionado: era mayor para los que cobraban menos 
y menor para los que cobraban más, sobre la base del cien por ciento de IPC, antes que nada. 


¿Qué se va a tener en cuenta? Ahí hay un problema que se da desde hace mucho tiempo. El ingreso del 
trabajador público es una sábana que tiene distintos rubros y, en general, el aumento se establece en el rubro 
del salario básico; lo demás, en general, no se toca. 


Entonces, como los salarios son muy bajos, todavía es más bajo el salario básico, porque después de le suman 
primas por antigúedad, primas por excelencia, proventos, etcétera, y el aumento todavía sería menor. No he 
estado en las negociaciones, pero hasta ahora se ha manejado el concepto general. Después hay que 
establecer a qué se aplica el concepto general, pero no se avanzó, porque se están discutiendo cosas distintas. 


SEÑORA GAUTHIER.- Quiero agradecer que me hayan dejado participar de esta Comisión, a la que 
no pertenezco, pero a la que tenía interés de concurrir, a los efectos de escuchar las palabras del señor 
Ministro. 


Debo decir que estoy gratamente sorprendida. Pienso que se está trabajando muy seriamente, que hay un 
trabajo de verdad y una creación en todo lo que se está articulando. Me interesa el tema, fundamentalmente 
porque vengo de un departamento en el que se está forestando, donde tenemos enormes empresas forestales, 
que sí están sumamente organizadas y una masa de trabajadores que están en una situación muy primitiva, 
porque les ha sido muy difícil organizarse. Por ser un departamento sumamente pobre -a pesar de las 98.000 
hectáreas forestadas que tenemos-, vivimos en una situación realmente caótica en cuanto a los trabajadores y 
espero que entre todos podamos de alguna manera apoyarlos en sus negociaciones. 


También escuché con alarma lo que expresaba el señor Ministro en cuanto a que las empresas pueden traer 
trabajadores por el puente de Fray Bentos. Pienso que de alguna manera tenemos que tratar de que eso no 
suceda. Para eso hay márgenes y porcentajes de cuántos trabajadores extranjeros pueden traer las empresas 
para que conformen su mano de obra, y se debe ayudar a esta gente a capacitarse para que de una vez por 
todas logren un buen nivel de desarrollo sindical. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, me voy a sustraer de felicitarlo o de decirle cualquier cosa 
que pudiera parecer de proximidad política, y me voy a referir a lo formal. 


Como Presidente de la Comisión de Legislación del Trabajo -me han hecho el honor de designarme este año, 
pero participé en ella el año pasado-, debo decir que me siento realmente reconfortado por el trabajo que se 
viene haciendo. 


Creo que ha sido un acierto, por casualidad -porque hubiéramos querido tenerlo antes, pero lo tenemos 
prácticamente sesenta días después de que el Gobierno asumiera funciones y unos cuantos días menos de que 
usted asumiera como Ministro- y realmente es muy importante que luego de ese tiempo venga un Ministro 
acá, no solo a plantear una serie de aspiraciones -lo que es muy loable, y ya ha ocurrido así en otras 
oportunidades- sino ya a referirse a hechos concretos. 


El señor Ministro nos ha enumerado acá una cantidad de caminos, en la mayoría de los cuales se ha 
empezado a transitar, lo que nos parece altamente positivo, puesto que durante muchísimos años -en lo 
personal, durante la actividad sindical, y luego en la actividad política- habíamos reclamado el cumplimiento 
estricto de la Constitución en temas que hoy se han abordado, por ejemplo con respecto al artículo 57, en 
aquello de que la ley promoverá la actividad sindical y que de alguna forma se expresa a través de la apertura 


de ámbitos de negociación con un rol activo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Realmente vemos 
que esta ha sido una de las primeras medidas del Gobierno, lo cual nos da una gran satisfacción. 


Una segunda reflexión que queremos hacer es que también coincidimos en la necesidad de dotar al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social de los recursos materiales y humanos necesarios para que pueda cumplir su 
función. Creo que todos en esta Comisión compartimos ese deseo. De alguna forma, todos quienes vivimos 
en este país sabemos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha cumplido un rol de hermanita pobre 
dentro de lo que es el Gabinete ministerial. Si miramos hacia atrás, en prácticamente todos los Gobiernos ha 
estado dotado de los menores recursos y de una gran responsabilidad en sí misma, por lo cual creemos que 
estas situaciones deben repararse. 


El señor Ministro ya ha planteado su propuesta, su visión y su búsqueda de articular con los otros Ministerios 
el hecho de poder disponer nuevamente, por lo menos, de un porcentaje, lo que en su momento hizo viable un 
Ministerio con mayor potencialidad para trabajar. 


En lo personal creemos -él mencionó por allí que a lo mejor este tema podía ser visto y quizá lo mejor sería 
que surgiera del ámbito tripartito- y siempre hemos creído, que el tema de la negociación colectiva es una 
cara de una moneda cuya contracara es la libertad sindical. De nada vale tener la mejor ley de negociación 
colectiva si no se dispone de la libertad plena de los trabajadores y del fuero sindical debido. Asimismo, de 
nada serviría tener la mejor ley de fueros sindicales y de libertad sindical si luego el trabajador no tuviera 
ámbitos para negociar. Por lo tanto, las dos cosas deben darse simultáneamente, y lo decimos en el sentido de 
que existen en el Parlamento, por un lado, convenios internacionales -como hacía referencia hoy la colega 
Passada-, pero también existen algunos proyectos de ley, inclusive uno de reciente incorporación que, de 
alguna forma, posiblemente tengan destino en esta Comisión y lo vayamos a estar analizando en las próximas 
semanas, por lo que sería muy interesante establecer un vínculo con el Ministerio para llevar adelante esta 
situación. 


En el caso de la reglamentación de los convenios de OIT, creemos que ahí hay un gran debe por parte del 
país, puesto que cuando nosotros hemos tenido el honor de ir a la OIT alguna vez en representación del 
movimiento sindical, sentimos orgullo de saber que pertenecemos a un país que ha reconocido prácticamente 
todos los convenios internacionales de mayor relieve, pero lamentablemente también teníamos que decir que 
más allá de que estos convenios habían recibido el apoyo de nuestro país, luego no regían desde el punto de 
vista práctico. Allí se da toda una discusión acerca de la necesidad de ratificarlos o no. Creemos que de una 
vez por todas hay que saldar esa situación, y yo creo que quizás una de las cosas positivas podría ser también, 
en acuerdo con el Ministerio, trazar un plan para poder revisar la plena vigencia de los convenios que tiene 
suscrito el país, a los efectos de poder tomar iniciativa en el sentido de que el Parlamento -en la medida en 
que son convenios que el país ha suscrito internacionalmente- los asuma y los ponga en práctica rápidamente. 


En la medida en que no tengo más anotados para hacer uso de la palabra, solo me resta agradecer su 
presencia en el día de hoy y decirle que acá hay una Comisión con la cual usted puede contar, como lo han 
hecho los otros Ministros -esta es nuestra segunda Legislatura y en esta Comisión nos hemos puesto a 
disposición de ellos- para todo aquello que tenga que ver con herramientas de carácter jurídico que se 
necesiten, o para impulsar todas aquellas situaciones que se crea del caso. 


Quedamos a sus órdenes para realizar nuevas reuniones como esta, que son muy positivas para la Comisión y 
para el trabajo que debemos abordar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quisiera agregar algo. Nosotros nos 
reunimos una vez por semana como equipo de trabajo -los Directores, el Subsecretario y quien habla-, 
realizando una labor concreta. Nos planteamos reservar la última semana del mes para hacer un 
análisis más en forma política y no como trabajo concreto. Nos gustaría que en esas reuniones 
estuvieran presentes el Presidente de la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes y el Presidente de la Comisión de Asuntos Laborales del Senado, a efectos de 
intercambiar iniciativas que puedan aparecer desde acá con las que tengamos nosotros en cuanto a la 
necesidad de legislar en algunos temas, además de ver los objetivos políticos que nos estamos 
planteando. Estas reuniones se realizan el último miércoles de cada mes en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Queda la invitación hecha formalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala una delegación de AEBU) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de trabajadores del sindicato de AEBU, integrada 
por el doctor Armando Cuervo, por las señoras Araceli Méndez y Laura Yáñez y por los señores Carlos 
Maresca, César Carissi y Juan José Ramos. La delegación nos solicitó una entrevista con carácter 
grave y urgente en función de una situación que se ha creado en la empresa Rilomán. 


Hemos puesto los antecedentes a disposición de los integrantes de la Comisión para complementar el informe 
que nuestros invitados hagan y tener una idea más general de este asunto. 


SEÑOR RAMOS.- La idea es trasladar a la Comisión un tema que ya habíamos tratado, por lo menos 
en los dos o tres últimos años en forma reiterada, y las últimas palabras que se habían pronunciado 
aquí por parte de los integrantes del antiguo Directorio del Banco Central -que creo son de febrero o 
marzo del año pasado- en cuanto a que el problema de Rilomán ya estaba resuelto. 


No voy a historiar la situación; solo voy a decir que, después de haber firmado un acuerdo en setiembre de 
2002 con los ahorristas, la Secta Moon y los liquidadores -el Banco Central-, la empresa Rilomán se 
comprometía al pago de todos los pasivos que tenía con el Banco de Crédito. Nunca estuvo claro cuál era la 
cifra. Hubo total opacidad por parte del Banco Central en cuanto a cuál era el monto total del endeudamiento 
que la empresa Rilomán S.A. tenía con el Banco de Crédito; nosotros lo calculamos en US$ 18:000.000, 
aproximadamente. 


Este pasivo de Rilomán no es genuino en términos concretos. Se trata de un pasivo que viene heredado de la 
antigua situación del Grupo Soler, Royalty, Centro Eléctrico. Hablo de una situación que se viene dando 
desde el año 1996, en la cual se crea la empresa Rilomán y lo más curioso es que no se sabe quién es el 
accionista. En realidad, se crea para que el Banco de Crédito no se quede sin patrimonio, y por lo tanto pueda 
seguir funcionando. Si la empresa Rilomán cae, el Banco de Crédito se quedaba en su momento sin 
patrimonio. 


A partir de la firma del acuerdo entre la Secta Moon y los ahorristas más el Banco Central, la situación sigue 
su curso, pero resulta que hay una serie de negociaciones distintas entre la secta y el Banco Central que nunca 
se dieron a conocer a los ahorristas ni a la opinión pública, por la cual la secta no cancela la totalidad de la 
deuda de Rilomán, sino que le deja un pasivo de US$ 3:000.000. 


Quiere decir que antes de este acuerdo de la secta con el Banco de Crédito en liquidación y el Banco Central 
había un aval que garantizaba toda la deuda de Rilomán por parte del grupo de la Unificación y las empresas 
que conformaban el grupo de la Unificación. O sea que antes de este acuerdo el Banco Central tenía en su 
poder un aval que garantizaba totalmente el pasivo de la empresa Rilomán. Por el acuerdo del 11 de 
setiembre de 2002, la Secta cancelaba todo el endeudamiento y no repetía contra los Directores de Rilomán, 
sino que dejaba que Rilomán siguiera su curso. No le iba a cobrar a Rilomán el pasivo que ella como avalista 
se hacía cargo de cubrir. 


El dato es que el pasivo de Rilomán no fue cubierto en su totalidad y el Banco Central quedó comprometido a 
entregar las acciones y -lo más importante- el libre de deuda -o sea un documento que dice que Rilomán no le 
debía más al Banco de Crédito en liquidación-, cosa que hace tres años que no ocurre. Mientras tanto 
Rilomán no sabía qué balance presentar porque no sabía si el pasivo existía o no existía. Mientras tanto, 
Rilomán se fue comiendo sus reservas. 


En reuniones mantenidas con el nuevo Directorio del Banco Central se nos señala que no solo no se había 
cancelado, sino que hay que hacer una quita al Grupo de la Unificación para que pueda cancelar la deuda de 
la empresa Rilomán S.A. El detalle al día de hoy es que Rilomán está llegando prácticamente al fin de sus 
reservas, sin poder cerrar un balance ni salir a hacer negocios de ninguna naturaleza. Hay 267 trabajadores en 
todo el país. 


Un segundo aspecto que nos parece relevante es el siguiente. Intuimos desde un primer momento, y así lo 
hicimos saber, que para nosotros Rilomán era una empresa colateral del Banco de Crédito. Nunca tuvimos 
pruebas de ello. Resulta que a fines del año pasado, en una reunión mantenida en el Ministerio de Trabajo, el 
doctor Desiano, que era abogado de la empresa Rilomán, nos entrega un acta, en presencia del abogado del 
Banco Central, de la asamblea de accionistas del año 1998, 1999 y 2000. En dicha asamblea el doctor Carlos 
Guariglia, que es asesor del Banco de Crédito, concurre a la asamblea de accionistas de Rilomán en 
delegación del Banco de Crédito, que era el propietario de las acciones de Rilomán S.A.. Concurre como 
accionista exclusivo el doctor Guariglia en representación del Banco de Crédito S.A.. El Banco Central tiene 
un informe de su jurídica que dice que Rilomán no es colateral. 


Por lo tanto, cuando el Banco de Crédito S.A. se liquidó no sucedió de la misma manera con Rilomán porque 
no se la consideró parte de los activos. 


En realidad, si fuéramos a contar los detalles estaríamos semanas. Tanto las situaciones de Rilomán, como la 
del grupo Soler, la del Banco de Crédito y la del Banco Central, son de novela, son para una novela. 


Lo que hoy nos apremia es que los Directores de Rilomán S.A. tienen dinero para cubrir su presupuesto hasta 
mitad del mes que viene. El problema es que ellos, como directores, deben tomar las providencias para 
comenzar el proceso de liquidación en función de que la empresa no tiene negocios ni documento de estar 
libre de deuda y ni siquiera sabe si tiene balance, porque no tiene, de parte del Banco Central, el libre de 
endeudamiento con respecto al pasivo financiero que tenía con el Banco de Crédito en liquidación. 


La conclusión de todo esto es que desde principios del año pasado el Directorio del Banco Central tiene 
trancada la entrega de libre de deuda a la empresa Rilomán. Fíjense que Rilomán tiene un presupuesto 
mensual de aproximadamente US$ 200.000. Es decir que hace por lo menos un año que Rilomán viene 
perdiendo dinero por responsabilidad del Banco Central, el que por un capricho de su Directorio no le entrega 
el libre de deuda ni las acciones a sus Directores, que son los que deberían retirar las acciones y solicitar, en 
función del convenio firmado en setiembre de 2002, que la deuda no existe más. 


Todas las opciones para que Rilomán fuera tomada por otro grupo inversor chocaban con un problema 
sustancial: ¿cuál era el balance de Rilomán? ¿Existía o no el pasivo de US$ 18:000.000? Ergo, los actores y 
Directores de Rilomán señalan -tanto el señor Azzato como el contador Raviola- que a ellos los puso el 
contador Iglesias que era el interventor nombrado por el Banco Central para el Banco de Crédito en el año 
1998. O sea que los actuales Directores fueron nombrados por un interventor del Banco Central en la 
empresa Rilomán. Esta es una situación que llega a un punto donde las críticas al aparato político, pero 
fundamentalmente al aparato superior de la estructura del Banco Central, son gravísimas. 


Lo expresaré en términos llanos para que se entienda: que todo un aparataje técnico, como tiene el Banco 
Central, no haya solicitado las actas para verificar quién era el accionista de Rilomán parece una vergúenza; 
que descubramos determinadas cosas, porque un Director y un abogado nos muestran el acta de la asamblea 
de accionistas donde se dice que el que fue a la asamblea era el tenedor de las acciones, o sea, el Banco de 
Crédito S.A, también es una vergilenza; y que el Banco Central haya liquidado al Banco de Crédito, que haya 
liquidado entre sus cuotapartistas lo que tenía que liquidar y no haya contemplado el tema Rilomán, parece 
un hecho grave. 


Pero desde el punto de vista laboral parece gravísimo que desde el año 2002 a la fecha se venga diciendo que 
Rilomán salía de esa situación y hoy nos encontremos con que Rilomán, por culpa absoluta y clara del Banco 
Central, perdió cerca de US$ 2:000.000 de costos operativos sin poder hacer negocio, no pudiendo cerrar 
jamás un balance y al día de hoy no sabe qué situación tiene. 


Por lo tanto, desde la perspectiva sindical esta Comisión conoce los elementos porque fueron volcados en 
tiempo y forma en la anterior Legislatura. Como en el día de hoy hay más información de la última 
comparecencia nuestra ante esta Comisión, supongo que lo que falte se puede brindar. 


Los elementos son claros: compromiso del Ministerio de Economía a través del ex Ministro Alfie de que 
Rilomán salía adelante, y en el mismo sentido un compromiso del Presidente Julio De Brum hace más de un 
año ante el Parlamento. 


Un año después nos encontramos con que nunca se le entregó el libre de deuda a Rilomán y que además es 
una colateral del Banco de Crédito y que el Banco Central se la comió, es decir, ignoró las cuestiones 
esenciales de contralor como es pedir un acta de la asamblea de accionistas para ver quien era el accionista 
verdadero de la empresa Rilomán. 


El Presidente anterior del Banco Central nos llegó a decir lo siguiente: "que como no se sabía quien era el 
accionista había que poner las acciones en un taxi y el que primero las tomara sería el dueño de las acciones"; 
son textuales palabras del ex Presidente, economista Julio De Brum, sobre quién era el accionista de 
Rilomán. 


Nos parece que esta situación va a eclosionar en pocos días. El Banco Central actual aun está recogiendo la 
información del tema. Los servicios técnicos dicen que los Directores reconocen la deuda de Rilomán. Me 
refiero a los Directores que fueron nombrados por el interventor, a su vez nombrado por el Banco Central del 
Uruguay. Pero se omitió un detalle no menor que es la colateralidad de Rilomán S.A. con el Banco de 
Crédito. 


Siempre intuimos esto, pero nunca tuvimos el documento escrito que pudiera probar la colateralidad. La 
única forma de probarlo era verificando quién había concurrido a la asamblea de accionistas, documento que 
recién tuvimos en nuestras manos sobre fines del año pasado. 


Este es el dato de la realidad. Nos parece un hecho extremadamente grave -reitero: muy grave-, sobre todo 
porque ante este Parlamento y esta Comisión de Legislación del Trabajo tanto los ex Ministros de Economía 
como los Directorios del Banco Central sucesivos expresaron que, por suerte, el tema Rilomán desde el punto 
de vista laboral estaba resuelto. 


Estas fueron palabras del ex Ministro Atchugarry, del ex Ministro Alfie y de los ex Directores del Banco 
Central. 


En abril y mayo del 2005 nos encontramos con que Rilomán no puede cerrar su balance y ni siquiera puede ir 
a un banco a solicitar un préstamo para colocar entre pequeños consumidores financieros, porque no tiene 
balance para presentar. No lo puede hacer y finalmente los Directores tienen que comenzar un proceso de 
liquidación, que no era lo que estaba comprometido ni previsto 


Cabe aclarar que el Estado ha perjudicado a la empresa Rilomán S.A., y fundamentalmente a sus 
trabajadores. En todo este proceso fue el Estado el que omitió la colateralidad; fue el Estado el que no hizo 
cumplir el convenio con la secta Moon con respecto al pago de las deudas que Rilomán tenía con el Banco de 
Crédito; fue el Estado el que retuvo durante casi dos años -después de ese teórico acuerdo en donde la secta 
pagó pero en realidad no fue así- un documento que liberaba a Rilomán de la deuda con el banco; y fue el 
Estado el que no entregó las acciones a sus Directores por una decisión del Directorio del Banco Central que 
nosotros rechazamos. 


Este es un poco el escenario al día de hoy. Ayer tuvimos contacto con los Directores de Rilomán, quienes 
expresaron que desde el punto de vista formal tienen que actuar en un sentido, es decir, si no hay más dinero 
deben comenzar el proceso formal de liquidación. 


Mientras tanto los burócratas -fundamentalmente los del Banco Central- de alto cargo duermen la pelotita por 
allí, ignorando la gravísima responsabilidad que tienen en todo este proceso: omitir que Rilomán era una 
colateral y no buscar los documentos, cuando el Banco Central tiene las facultades para hacerlo -entre otras 
cosas, Rilomán tiene que presentar su balance ante el Banco Central-; eso es de una gravedad bastante fuerte. 


SEÑORA YÁÑEZ.- Fundamentalmente, lo que vinimos a denunciar es que hay 300 trabajadores que 
se van a perjudicar si comienza el proceso de liquidación y, por ende, van a perder su trabajo en una 
empresa que es viable. Riloman S.A. es una financiera con muy buena inserción en el interior del país, 
en donde tiene todavía posibilidades de hacer negocios. No estamos simplemente planteando que hay 
que salvar estos 300 puestos de trabajo y punto, como elemento sindical que nos convoca, y lo debemos 
hacer, sino que queremos denunciar que se ha dejado morir, por responsabilidad del Estado, una 
empresa que tiene 300 trabajadores y que tiene mucho para hacer. Las tarjetas de crédito operan en 
Montevideo y no existen en el interior del país. Allí todavía la financiación se hace a través de este tipo 
de empresas y esta empresa tiene inserción en todos los departamentos de la República. 


Venimos a denunciar que no solo tenemos el acta de la asamblea de accionistas en la que comparece el Banco 
de Crédito sino también la carta de Félix Iglesias, interventor del Banco de Crédito, nombrando a los 
Directores de Riloman S.A. 


Venimos a denunciar que después de esta situación el Banco Central sometió a esta empresa a dos años de 
inactividad por lo cual le decretó la muerte anticipada. Hemos ido a todos los ámbitos -incluido el Banco 
Central del Uruguay- a denunciar que esta situación estaba sucediendo y el Estado no operó en ninguna línea 
para resolver esta situación. 


Con respecto a cómo juega la secta Moon y Riloman S.A., debo decir que tenemos dos documentos. Uno es 
público, que es el acuerdo general de acreedores firmado por el Ministerio de Economía y Finanzas, por los 
acreedores del Banco de Crédito, por la secta Moon y por Riloman S.A. En su artículo 11 dice que las 
empresas del Grupo de la Unificación se hacen cargo en su totalidad de la deuda de Riloman S.A.. El 
segundo documento no es público, es secreto, firmado entre el Banco Central y la secta Moon, por el cual se 
acuerda que esta no pague la totalidad de la deuda de Riloman S.A.. Por lo tanto, tenemos una discordancia 
entre un documento público firmado por todos los actores, dado a publicidad y por el cual se operó la 
liquidación del Banco de Crédito y tenemos otro documento secreto que es el acuerdo con la secta Moon. 
Esta resuelve no pagar toda la deuda de Riloman S.A.. Pero, además, tiene una condonación importante de 
parte de la deuda de las empresas de su grupo. Sin embargo, ese grupo tiene un hotel en la Plaza 
Independencia. 


Riloman S.A., que teóricamente debería haber recibido el libre de deuda, tiene que cerrar porque han operado 
todos estos elementos en los que no se han cumplido las formalidades pactadas con la sociedad entera en el 
acuerdo de acreedores y en donde en forma secreta el Banco Central hace un acuerdo con la secta Moon que, 
sin lugar a dudas, la favorece en detrimento de la masa de acreedores del Banco de Crédito y de la empresa 
mencionada. 


A su vez, esta empresa tenía un depósito en el Banco de Crédito de US$ 1:300.000 y, dado que queda con una 
deuda porque la secta no paga la totalidad, no conforme con el hecho de dejar a la empresa Riloman S.A. un 
pasivo que no le corresponde, el liquidador delegado procede a retener, en nuestra opinión, en forma 
indebida, dicho depósito. No le correspondía a Riloman S.A. pagar eso sino a la secta Moon, que es a lo que 
se había comprometido en el documento público. Esta situación perjudica aún más la liquidez de la empresa 
Riloman S.A. 


Si Riloman S.A. es propiedad del Banco de Crédito, como estamos en condiciones de demostrar, ¿cómo 
explica el Banco Central que un banco pueda tener una financiera si está estrictamente prohibido por la 
normativa vigente? ¿Cómo explica el Banco Central que Riloman S.A. no presente balances desde hace años 
y, sin embargo, el Banco Central no controla? A nuestro entender, no controla porque sabe que tiene 
responsabilidad en esa situación. Pero esta es una opinión que va por mi cuenta; no es una información. 
Simplemente, hago la pregunta: ¿por qué no controla los balances de Riloman S.A. desde hace dos o tres 
años? 


En definitiva, lo que venimos a plantear es que aquí se ha favorecido a la secta Moon en un acuerdo secreto 
que contraviene el acuerdo de acreedores y deja hoy a una empresa que tiene viabilidad sin ella, porque se la 
ha dejado morir "ex profeso", con 300 trabajadores que van a perder su puesto de trabajo a causa de toda esta 
situación. Es exactamente eso lo que venimos a denunciar. 


SEÑORA PASSADA.- Ayer hablando con una integrante de la delegación, la señora Yáñez, traté de 
hacer memoria y recordaba algunos hechos desde 2002, con todo el tema de la crisis financiera, del 
Banco de Crédito y todos los coletazos que eso dejó al país. Quedó claro que Riloman S.A. es uno de los 
temas que hoy está planteado aquí sobre la mesa. 


Empecé a hacer memoria y recuerdo que en mi actividad sindical de ese momento, por este tema, estuvimos 
en el Ministerio de Economía y Finanzas, a uno o dos meses del cierre del Banco de Crédito. Voy a hacer 
algunas preguntas que me surgieron luego de recordar esa reunión. 


AEBU plantea que habría dos documentos: uno oficial, firmado por el Gobierno, que constituye el marco y 
es público, y otro que no es público y que estaría bajo la órbita del Banco Central con la secta Moon. ¿Figura 


un cambio del pasivo de Riloman S.A. entre el primer documento y el segundo que se firma a puertas 
cerradas, que al día de hoy se desconoce? 


Hablemos del público y supongamos que, en algún momento, la secta Moon pagó. ¿Nunca se entregó algún 
conforme u otro tipo de documento? Si así sucedió, ¿hay alguna información en torno a ese tema? 


¿Cuál es la figura actual y cuál era la figura en que quedó Riloman S.A. en el momento del cierre del Banco 
de Crédito? Me acuerdo que en esa reunión con el Ministerio de Economía y Finanzas se propuso buscar una 
forma que se tenía que dar a Riloman S.A. una vez que desapareciera el Banco de Crédito. Ahora, 
obviamente, con la firma de este acuerdo, entiendo que debería haber existido una figura legal que pudieran 
dar a Riloman S.A. 


Creo que llegué a leer -no me dieron los tiempos- que los propios trabajadores de Riloman S.A., una vez que 
esto sucede, hicieron una propuesta de transformar a esta empresa en una cooperativa. ¿Qué pasó con eso? 
¿Por qué quedó por el camino? ¿Se puede viabilizar en algún sentido? 


SEÑOR MARESCA.- Cuando hablamos del documento oficial nos referimos al acuerdo por el cual el 
Estado, el Banco Central, a través de su interventor en el desarrollo de la liquidación del Banco de 
Crédito, cedía su prioridad como primer acreedor ante el Banco de Crédito y dejaba que los ahorristas 
-creo que era necesario conseguir el 66% de las firmas- llegaran a un acuerdo que permitiera 
destrabar la situación. En esas condiciones, por distintas circunstancias estaban como ahorristas la 
secta Moon, AEBU -que era ahorrista del banco- y Riloman S.A., que tenía US$ 1:300.000 en sus 
cuentas vistas dentro del Banco de Crédito. 


El artículo 11 de ese acuerdo decía textualmente: "(...)Asimismo" -venía hablando la secta Moon- "...el 
referido 'Grupo' (Moon) a través de las empresas que lo integran asumirá las deudas con el Banco de Crédito 
FRPB (actualmente en liquidación- que mantiene Riloman S.A, renunciando a acciones de repetición contra 
la mencionada sociedad". En función de eso se logra la adhesión de AEBU y su firma. La secta Moon firma 
como ahorrista avalando que esto está bien; también firma Riloman S.A. que era el principal interesado si la 
secta se quedaba con la deuda. Puedo citar declaraciones de prensa al respecto; todo esto parte del tema de la 
posibilidad de que fuera una cooperativa. 


Esta empresa se creó en 1996 con el fin de que no cayera el Banco de Crédito y se dejó como colateral de 
este banco. Podemos ampliar esta información con una serie de documentos que lo avalan claramente. Entre 
ellos hay declaraciones de los Directores de Riloman S.A. y material sobre las altas gerencias del Banco de 
Crédito participando por las acciones. La secta Moon nunca la reconoce, si bien firma un aval sobre el 
endeudamiento para permitir la salida. En definitiva, cuando se cae el Banco de Crédito estaba la posibilidad 
de que esta empresa tuviera una salida, sobre todo para los trabajadores que habían sufrido un período de 
responsabilidad del Estado. Todo el desarrollo de la deuda del grupo Soler con el Banco de Crédito implicó 
haber prestado a un solo grupo más que el patrimonio del banco en el período 1990 al 1996, con diferentes 
Administraciones del Banco Central al frente. 


En las conversaciones que mantuvimos durante el período de suspensión, la secta Moon reconoció 
públicamente que se quedaba con la deuda de Riloman S.A.. En aquel momento le preguntamos al 
representante de la secta, señor Christiano Neto, sobre la liquidez, ya que no había posibilidad de que esta 
empresa saliera a flote, porque esta secta no la quería en el banco y nadie reconocía la paternidad sobre 
Riloman S.A.. Se le preguntó sobre la posibilidad de que alguien se hiciera cargo, inclusive, los propios 
trabajadores. Para eso se precisaba no solo sacar ese pasivo que venía de toda la historia de endeudamiento 
del grupo Soler sino determinada liquidez para funcionar. 


Más adelante voy a citar documentos que ya hemos vertido en otra oportunidad en el Parlamento y que 
figuran en las versiones taquigráficas. 


El 10 de marzo de 2003 en el programa En Perspectiva de radio El Espectador, Christiano Neto habló de la 
deuda de Riloman y dijo: "Normalmente, cuando uno paga una cuenta en carácter de avalista, luego liquida el 
derecho de ejecutar eso contra el deudor. O sea, el Grupo de la Unificación, como avalista, paga la deuda y 
después iría a accionar a Riloman. para que pague exactamente lo que el grupo pagó. El grupo renunció a eso 
porque esa empresa tiene hoy 307 funcionarios; renunciando a ese derecho el Grupo de la Unificación crea 


las condiciones necesarias para que esa empresa pueda continuar, garantizando, por lo tanto, 307 puestos de 
trabajo". 


También hablamos del aval -y esto lo reconoce De Brun- del otro documento no oficial. Por un lado está el 
acuerdo entre la secta y el Banco de Crédito sobre el cual hubo muchos pedidos de informes del Parlamento 
que no sabemos si en algún momento se contestó. Aparte, el Banco Central reconoce que había un aval 
genérico de la secta -más allá de que podía considerar la empresa de ella o no- sobre la deuda. El 7 de marzo 
de 2003 en el citado programa, En Perspectiva, el Presidente del Banco Central, Julio de Brun dice: "En 
principio no ha sido liquidada" -habla de Riloman- "la empresa sigue abierta". En ese momento ya había 
liquidado el Banco de Crédito. Continúa: "El principal acreedor de Riloman es el propio Banco de Crédito, 
con una deuda que a su vez ha avalado el propio grupo Moon". 


Entonces, ¿cuál era la figura jurídica? Siempre fue una sociedad anónima. La posibilidad de que fuera una 
colateral está dada primero por el documento que se citaba, en donde quien actúa como interventor pero en 
representación del Banco Central, no es el interventor del Banco, es el Banco Central actuando como 
interventor que le nombra los Directores a una sociedad anónima. Esto lo declara el Presidente actual de 
Riloman S.A. en la Comisión de Legislación del Trabajo el 3 de julio de 2003. Dice así: "Este Directorio 
asume el 5 de noviembre de 1998, impuesto por un representante del Banco de Crédito, quien a su vez hace 
constar en el libro de asistencia de accionistas a la asamblea la totalidad del paquete accionario en nombre de 
ese Banco, que en esa fecha estaba intervenido". O sea que lo que solicitábamos en ese momento era que se 
hiciera algo por Riloman S.A.; por eso era viable la salida de una cooperativa. El libro de deuda estaba 
declarado y reconocido por todo el mundo -podemos leer declaraciones de Atchugarry- y tenía la liquidez 
como para emprender la aventura de la posibilidad de rescatar puestos de trabajo. 


En una oportunidad tuvimos una entrevista con el entonces Presidente de la Cámara, señor Diputado 
Chápper, en la cual nos decía que su intención y la de la Comisión de Legislación del Trabajo era tratar de 
crear puestos de trabajo, pequeñas empresas en la época de crisis que en aquel momento era mucho más 
aguda. Habló de crear pequeñas estructuras de fuentes de trabajo. Nosotros le dijimos que había 307 puestos 
de trabajo que estaban en el aire y que había que hacer algo. No dudo que sea intención de todos crear 
trabajo, ya que es uno de los grandes problemas del país, pero no sólo se trata de lograr nuevos 
emprendimientos, sino de no dejar caer los que están, que involucran aproximadamente a trescientas 
personas. Aquí estuvo la posibilidad dada y esa es la gran tarea del Banco Central, del Estado y del 
Ministerio de Economía en su conjunto. 


El libre de deuda no apareció, la empresa se fue comiendo esos activos -los US$ 3:000.000 que tenía por el 
solo paso del tiempo, que era lo que nosotros decíamos había que evitar-, hubo un aval genérico de la 
totalidad de la deuda por parte de la secta Moon y han dicho que la negociación -no sé dónde rendirán 
cuenta- fue buena. Tenían una garantía por el total y le regalaron US$ 3:400.000 de quita sobre la deuda de 
Riloman S.A. que no tiene explicación. Hubo un cúmulo de situaciones: no se operó, no se dio el libre de 
deuda en el momento, el Presidente del Banco Central Julio De Brun mintió en el Parlamento en oportunidad 
de la interpelación sobre el Fondo de Liquidación. En esa oportunidad, cuando se le preguntó 
específicamente por Riloman S.A. dijo que no sabía de quién era esta empresa y a los dos días apareció 
publicada en Caras y Caretas una carta del Directorio del Banco Central, presidido por Boris Martínez -ya en 
el período de 51% del Estado- en la cual le mandaba preguntar al Presidente de la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, Julio De Brun, qué decisiones tenían que tomar sobre la empresa Riloman S.A. 


En definitiva, una de las preguntas es qué se puede hacer hoy para tener una empresa viable. Todavía 
tenemos un espacio limitado, complejo para buscar una solución a esas 265 familias que son 
mayoritariamente mujeres, jefas de familia diseminadas por todo el país. Y esto pasa por el reconocimiento 
del Estado; a este ámbito vendrán todo tipo de empresas a plantear su situación, pero aquí hay una 
responsabilidad muy grande del Estado, llámese historia del Banco Central, del Ministerio de Economía y 
Finanzas o del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Creo que se debe buscar en esos ámbitos las 
posibilidades de subsanar la situación, porque cuando se observa la historia de todo esto, solo se puede llegar 
a la conclusión de que parece que fuera un ensañamiento para dejar en la calle a 265 trabajadores, cuando 
quienes estuvieron en toda la historia de estas cuestiones denunciadas -tenemos documentos del sindicato de 
denuncias sobre diferentes etapas de este tema- están libres, tranquilos y contentos en su casa. 


SEÑOR RAMOS.- La idea que inicialmente habíamos dibujado con el ex Ministro de Economía y 
Finanzas, doctor Atchugarry -esto fue conversado y acordado con él- era la de traspasar las acciones. 
Las acciones estaban en custodia del Banco de Crédito, pero no estaban garantizando nada; los 
Directores podían ir en cualquier momento y retirarlas. ¿Por qué no querían retirar las acciones? 
Porque mientras no estuviera el certificado de libre de deudas, quien tuviera las acciones en su poder 
era el responsable del pasivo con el Banco de Crédito; tan sencillo como eso. 


Entonces, con el ex Ministro Atchugarry habíamos pensando que una vez que estuviera el certificado de libre 
de deudas y con la liquidez que tenía Riloman SA -que era de casi US$ 4:000.000, incluyendo el depósito de 
más de US$ 1:000.000 que estaban en el Banco de Crédito-, las acciones podían ser traspasadas a propiedad 
de una cooperativa. Para ello había que dar una vuelta jurídica porque, en realidad, había que llamar a 
asamblea de accionistas de Riloman SA, pero no se iba a presentar nadie, porque si no, tenía que hacerlo el 
Banco Central, con lo cual se notaba una irregularidad. Entonces, se pensó en liberar a los Directores 
haciendo que estos traspasaran esas acciones bajo diversas modalidades; inclusive, se llegó a hablar de un 
fideicomiso de los bienes de Riloman SA para una cooperativa. Había distintas figuras que nos permitían 
obviar un paso que era ineludible, ¿quién es el accionista de Riloman SA? Pero había que llamar a una 
asamblea de accionistas, a la que no iba a ir nadie. Era todo un proceso -no lo quiero explicar- bastante 
engorroso, pero por el cual las acciones terminaban en poder de los trabajadores a través de una forma 
jurídica cooperativa. 


La salida era viable, en aquel momento. Había aproximadamente US$ 4:000.000 disponibles para salir a 
prestar y a operar en el mercado. No debemos olvidar que en ese momento no había crédito y que las 
financieras empezaron a pulular después del fenómeno de los años 2002 y 2003. De hecho, esta situación ya 
la hemos denunciado en múltiples lados. Pero, actualmente ¿cómo hace el Banco Central para reparar esos 
US$ 4:500.000? Hay que ir a juicio; estos daños se reparan mediante una acción judicial, pero mientras el 
juicio procede pasan tres, cuatro, cinco o seis años. Difícilmente creo que el nuevo Directorio del Banco 
Central pueda resolver, por sí y ante sí, sin un fallo judicial, hacerse responsable del daño ocasionado y 
traspasar esos fondos para que comiencen a operar. Ahora bien: si Riloman SA era una colateral del Banco de 
Crédito, debería habérsele dado la misma salida que a los trabajadores de ese banco, por ejemplo, el tres por 
uno. 


Acá hay solo dos salidas: o alguien repara el daño provocado por la omisión de haber retenido el certificado 
de libre de deudas durante tres años por el acuerdo que señalamos anteriormente, por el cual la secta Moon 
pagaba todo el pasivo con el Banco de Crédito, o si era una colateral de este banco, por analogía, debemos 
aplicarle el mismo tratamiento que a los trabajadores del Banco de Crédito. No hay otra salida, salvo que 
alguien encuentre un inversor que esté dispuesto a poner el dinero y a quedarse con Riloman SA. Puede 
llegar a encontrarse un inversor, pero lo primero que esta persona va a pedir es el certificado de libre de 
deudas y hoy el Banco Central todavía está rearmando los papeles, ya que el nuevo Directorio no está al tanto 
de todo; además, todo el mundo está cuidando su asiento y nadie se juega. Cuando pregunté quién fue el 
abogado que había hecho el informe me dijeron que estaba jubilado. O sea que nadie se juega por nada. En el 
Banco Central hay inimputabilidad con este tema. 


Esta es la situación al día de hoy, por lo tanto, puedo decir que hay dos respuestas a la pregunta formulada 
por la señora Diputada Passada. Una de las salidas es que el Banco Central pongan los US$ 4:000.000 que se 
perdieron por omisión del Estado, cosa que difícilmente el Banco Central pueda hacer porque no tiene 
facultades legales, ni hay nada que lo autorice a hacerlo. Además, imagínense ustedes al Banco Central 
otorgando US$ 4:000.000 a una empresa, aunque después pierda el juicio. Después de perder el juicio, la 
Justicia lo sanciona y debe pagar, pero mientras eso sucede los compañeros se quedan sin trabajo. Y la otra 
respuesta es que si se trata de una colateral del Banco de Crédito -como efectivamente lo es- la salida es otra 
y tenemos que aplicar la misma solución que a los trabajadores del Banco de Crédito. 


Nada más. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quería preguntar a la delegación qué dicen las actuales autoridades 
del Ministerio de Economía y Finanzas y del Banco Central sobre este tema. 


SEÑOR RAMOS.- La respuesta es que ellos no tienen facultades legales, excepto la acción judicial por 
parte nuestra. Pero si alguien denuncia la colateralidad de Riloman SA, el Banco Central tiene que 


empezar una investigación interna para saber cómo pasó esto, que debe retrotraerse hasta los años 
1992 o 1993 cuando el sobregiro que se hizo a las empresas del grupo Soler. 


Voy a hacer una reseña para que todos lo tengan claro. Las empresas del grupo Soler -Royalty y dos más- 
tenían cuenta corriente en el Banco de Crédito. Entonces, cuando se sobregiraba la cuenta, venía el Clearing, 
el Banco de Crédito iba a evaluar los cheques y luego llegaba una orden del Banco Central para que no los 
devolviera. De esa manera, se juntó un pasivo de casi US$ 30:000.000 del grupo Soler con el Banco de 
Crédito. En el año 1996 el grupo Soler -integrado por Centro Eléctrico, Royalty, Créditos SA- se cae y esto 
tuvo un impacto muy fuerte sobre todo en los comercios del interior. Pero si se caían las empresas del Grupo 
Soler también se caía el Banco de Crédito porque la deuda del grupo era mayor que el patrimonio del propio 
banco. Entonces, para resarcirlo se inventó Riloman SA y se hizo figurar en su patrimonio una base de datos 
que valía US$ 7:000.000. Esto era ficción porque si esa base de datos valía ese dinero yo soy la Madre Teresa 
de Calcuta. 


(Murmullos) 


——- Por lo tanto, una denuncia de colateralidad retrotraería la investigación hasta los años 1992 y 
1993 para encontrar a los responsables de autorizar el sobregiro de la cuenta del grupo Soler. Por 
tanto, no solo hay que investigar este tema, ya que esta situación comenzó a generarse hace muchos 
años. 


Concluyendo, puedo decir que actualmente el banco no tiene facultad legal para otorgar esos US$ 4:000.000; 
hay que hacerle un juicio. 


SEÑORA YÁÑEZ.- En lo que refiere a las salidas, el señor Ramos mencionaba las dos que se 
desprenden de las actuaciones que correspondería hacer legalmente. Como se dijo, una de ellas es que 
el Banco Central repare el daño, y es difícil que lo haga, por sí y ante sí, frente a esta situación tan 
compleja. La otra es la declaración de colateralidad que implica la liquidación de Riloman SA, lo cual 
tampoco conlleva una solución para los trabajadores. Pero creo que hay una tercer salida que vale la 
pena explorar. 


Aquí hay una responsabilidad concreta, tangible, probable del Estado uruguayo con respecto a la situación de 
esta empresa. Creo que hay que explorar la posibilidad de generar un ámbito en donde los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas y el Banco Central del Uruguay puedan diseñar una 
salida a una situación tan compleja como esta. Las otras dos salidas pueden ser legalmente correctas, pero no 
solucionan el problema laboral que tenemos sobre la mesa. Si vamos por vía legal, tal vez mañana se gana un 
juicio al Banco Central por muchos millones de dólares, pero eso no favorece a nadie. Existe la posibilidad 
de conformar un ámbito en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en el Ministerio de Economía y 
Finanzas en el cual cada uno asuma la responsabilidad, que es demostrable que tiene en esta situación, para 
buscar una salida antes de que estas trescientas familias se queden sin trabajo. 


SEÑOR ELOLA.- Cuando empieza a suceder todo esto, ¿cuánto tenía en caja Riloman? Lo pregunto 
porque aparentemente estuvo un tiempo largo funcionando. 


SEÑOR RAMOS.- El depósito del Banco de Crédito era de aproximadamente US$ 1:300.000, en bonos 
del Estado, porque ese Banco devolvió en bonos. Era un depósito a la vista y debió pagar en efectivo, 
pero fue en bonos. A esa cantidad hay que agregar unos US$ 3:000.000 que había en caja bajo distintas 
modalidades. Eso, más alguna operación que pudiera hacer con algún banco, le daba una liquidez para 
salir al mercado, pero los Directores no lo podían hacer. Si el pasivo de Riloman era superior a 
US$ 18:000.000, había que liquidar la empresa. Como el Banco Central no le daba el certificado de 
libre de deudas no podían cerrar el balance y no lo lograron nunca. 


Ahora bien: el problema es que no pudo funcionar porque, entre otras cosas, no se sabía siquiera quién era el 
accionista en ese momento. Lo que hizo fue pagar los costos operativos recuperando créditos viejos -de lo 

cual, básicamente, fueron viviendo-, haciendo una operativa muy escasa de recuperación de algunos créditos 
menores de US$ 3.000 del Nuevo Banco Comercial, con el que llegó a un acuerdo por el cual, sobre todo en 


materia de tarjetas de crédito morosas de ese banco, Riloman realizó alguna gestión de cobro. Pero no más 
que eso. 


SEÑOR ELOLA.- Esos US$ 3:000.000, ¿se los comió Riloman, pagando sueldos, alquileres, luz, agua? 
Me dicen que sí. ¿Es viable igual? 


SEÑOR RAMOS.- Sin los US$ 3:000.000, no. 


SEÑOR ELOLA.- ¿Por qué se comió esos US$ 3:000.000? ¿Porque no estaba funcionando bien o 
porque no salía al mercado como debía? Hoy está en el mercado. Yo soy del interior y veo un lugar que 
dice: "Créditos Sociedad Anónima". No estoy en contra de Riloman sino al contrario: estoy a favor de 
que se conserven esos puestos de trabajo. 


SEÑOR MARESCA.- Riloman tiene una muy buena inserción en el interior. Increíblemente, como 
tarjeta de crédito tiene mayor inserción en el interior que las tarjetas de primera línea como OCA u 
otras. 


En el año 2002, cuando se suspende el Banco de Crédito, todo el mundo pensaba -porque esa financiera tenía 
el respaldo de ese banco- que, de caer el Banco de Crédito caería Riloman. Increíblemente la dejaron fuera, 
por todo el negociado de la secta Moon o por el tema de su paternidad. O sea, por todo lo que encubría la 
dejaron por fuera. Ahora bien: estamos hablando de suspensión de actividades en agosto de 2002. En ese 
momento, esos Directores nombrados por el Banco Central y por el interventor del Banco de Crédito quedan 
sin banco de respaldo y sin saber quién es el dueño de la empresa. Como nos han dicho muchas veces y como 
decía de Brun: las acciones están ahí y no las toca nadie, porque había un pasivo de US$ 18:000.000 y 

US$ 3:000.000 para manejarse. Insisto: estamos hablando de agosto de 2002. Ahí es cuando empiezan con la 
caída del Banco de Crédito -que se produce finalmente en febrero de 2003- y, ¿qué pasaba con Riloman? 
Entonces fue cuando empezamos nosotros con las venidas al Parlamento y toda esa historia de las denuncias 
del sindicato, que están escritas. No se trata de juglares sino de documentos firmados sobre toda esta 
situación, durante años. 


El giro de una financiera no es igual que el de un banco, porque no capta ahorro sino que, simplemente, 
presta y recupera. Ese Directorio tenía esos US$ 4:000.000 de liquidez. Esas personas tienen una 
responsabilidad civil y patrimonial, sin saber de quién era ese dinero, porque no era de ellos. Tampoco tenían 
al Banco de Crédito y el Banco Central no les contestaba. ¿Qué podían hacer? ¿Llamar a asamblea de 
accionistas y cerrar la empresa? Y siguieron girando, prestando lo mínimo posible -porque en aquel momento 
ninguna financiera prestaba-, tratando de recuperar lo que se pudiera. 


Por eso insistimos en que aquí hay una gran responsabilidad del Estado en su conjunto, en intentar buscar una 
salida a todo esto. Iban a pasar dos años y medio y esto seguía comiéndose mes a mes, con un presupuesto 
muy bajo, esos US$ 3:000.000 o US$ 4:000.000, porque no tenían cómo accionar hacia adelante en cuanto a 
colocar y tener un giro. Que el negocio es viable, está más que demostrado. El problema es que esa financiera 
desde el año 2002 hasta ahora no pudo funcionar y no pudo hacerlo porque no tenía legalmente las potestades 
correspondientes. Y el Banco Central no sé qué miraba, porque si les pedía un balance o algo tenía que 
actuar. Nadie actuó acá porque esto tiene una historia terrible atrás. Es la historia del Banco de Crédito, de su 
caída y de la caída del grupo Soler. Aparte digo que al grupo Soler, en la liquidación del Banco de Crédito, se 
le hacen quitas. A los trabajadores no se les dio los US$ 4:000.000 y se buscaron los vericuetos. Al grupo 
Soler que entró, vía Pan de Azúcar, después de la fusión por Santa Rosa, arriba de los US$ 30:000.000 de 
agujero del Banco de Crédito, se le terminó haciendo una quita por el Banco Central. Pero a los trabajadores 
no se les dio la posibilidad de intentar hacer una cooperativa. ¿Si es viable? Sí, es viable. 


Lo que nos ha pasado en el Parlamento es que se cita al Banco Central, al Ministerio de Economía y Finanzas 
y a otros, pero, en definitiva, nosotros entendemos que debe haber una mesa de diálogo para tratar de buscar 
una solución, asumiendo el Estado su responsabilidad. 


La respuesta en cuanto a cómo se comió ese dinero tiene que ver con la responsabilidad de un Banco Central 
que se quedó con esto. Hemos leído una cantidad de documentos y el aval de la secta existía por el cien por 
ciento; la secta decía que pagaba la deuda y no repetía. Lo firman y usted me pregunta por qué, pero yo no 


puedo dar una respuesta. Lo que yo sé es que hoy tengo 265 personas que están prácticamente regaladas en 
cuanto a sus posibilidades de trabajo. 


SEÑOR RAMOS.- Nosotros como sindicato hicimos un trabajo sobre la viabilidad de esta empresa e 
inclusive hubo un interesado en quedarse con la liquidez de Riloman para recomprar deuda del Banco 
de Crédito, enviado por el propio Directorio del Banco Central. 


Aquí hace un año y medio apareció un grupo consultor -por Riloman- enviado por el señor Walter Morales, 
quien era el interventor del Banco de Crédito y deseaba, con la liquidez de Riloman SA de US$ 3:000.000, 
comprar cartera del Banco de Crédito en liquidación y administrarla por Riloman. Lo envió el propio Banco 
Central. Estaba el economista Carrió y el señor Gustavo Silveira. Ambos fueron enviados por el grupo 
consultor y los había enviado de Brun y el liquidador Walter Morales, que hoy es uno de los funcionarios del 
fideicomiso del Banco de la República. 


La empresa tiene viabilidad. Pregúntenle al ex Ministro Alfie, que es propietario de una financiera, si no tiene 
viabilidad una financiera en el Uruguay de hoy, a tasas del 69%. Creo que hizo bien la cuenta. 


Me parece que en este escenario la viabilidad está demostrada. La inserción del nombre Riloman SA y del 
Crédito Naranja, más todos los créditos que tienen, está arriba de la mesa. Son un valor agregado para 
Riloman. Lo que pasa es que una empresa de este tipo precisa fondeo y este se consigue porque un inversor 
lo realiza, sin costo, a cuenta de la rentabilidad, o a través del pago de intereses. No hay otra forma. Este 
negocio se hace así: los dueños o inversionistas ponen de su patrimonio y después buscan la rentabilidad, o el 
fondeo se realiza a través del sistema financiero o de otros ámbitos, siendo la ganancia el margen entre lo que 
cuesta el fondeo y lo que se cobra como interés financiero.| La empresa tiene viabilidad; el tema es quién 
fondea. ¿Cuál era nuestra idea? Fondearlo, o sea que los trabajadores compraran las acciones con sus 
despidos y se fondeara con el remanente de liquidez que tenía la empresa Riloman. Luego, si les faltaba - 
podía faltarles-, lo debían fondear pagando intereses en el sistema; o sea, sacaban un crédito con el balance 
limpio y mostraban el plan de negocios y todo lo necesario para presentar una propuesta de este tipo a los 
bancos. 


Esto era viable y, además, para los bancos era un buen negocio porque atienden un segmento que el Banco 
Central no los deja manejar. Los clientes a los que atiende Riloman no pueden entrar a un banco porque todos 
son categoría 5; ni siquiera pueden entrar por la puerta ya que las normas los corren. 


Había bancos interesados en prestarle a Riloman en la medida en que tuviera un balance razonable -lo que se 
lograba si sele sacaba el pasivo que tenía con el Banco de Crédito- y en que demostrara experiencia -la tenía- 
y que era capaz de responder con un riesgo razonable. Fíjense que Riloman prestó durante casi siete años, 
hasta el 2002, con una morosidad del 6% promedio del total de préstamos que hacía; o sea, tenía menos 
morosidad que el Banco de Crédito. 


Hay un segundo elemento que quiero destacar. Señores: a la secta Moon se le hizo una quita, pero tiene un 
hotel y creo que quiere construir un astillero en el Cerro; el grupo Soler obtuvo el Premio Nacional de 
Calidad hace relativamente poco tiempo, y los trabajadores de Riloman quedan en la calle. Es un poco 
complicado. 


SEÑOR POZZI.- En cierto sentido, las preguntas que quería formular fueron contestadas cuando se 
respondió al señor Diputado Elola. 


Precisamente, quería consultar sobre la viabilidad de la empresa y sobre lo que había pasado, que se 
comieron los US$ 3:000.000 en salir con la luz prendida. Creo que ello ya quedó explicado. 


Recién hago el primer encare a este tema, pero estoy realmente sorprendido. Me inclino a pensar que habría 
que explorar la tercera propuesta que señaló la compañera Yáñez, porque me parece improbable que el Banco 
Central vaya a poner plata o que se pueda encontrar una solución por el lado del tres por uno, que además 
parecería que hay que probarla con anterioridad. Eso no soluciona el problema de fondo, porque en el tres por 
uno hay mucha gente metida. 


Estoy totalmente sorprendido por el rumbo que esto está tomando y por el hecho de que trescientas personas 
queden en la calle dentro de un mes. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero realizar algunas precisiones con relación a la temática que se está 
analizando. Nosotros no estuvimos en las Legislatura pasada, por lo tanto, no conocemos las 
actuaciones anteriores ni hemos recibido la versión taquigráfica respectiva, pero se nos pueden aclarar 
esos puntos en el marco de esta entrevista. 


Quedó claro que aquí existieron dos acuerdos. El primer acuerdo fue entre el Banco Central, Riloman y la 
secta Moon, y en él la secta Moon se comprometió a cumplir con determinadas obligaciones, pero después, 
en virtud del segundo acuerdo, fue exonerada de cumplimiento o absuelta. Mi pregunta es: ¿qué tiempo 
media entre un acuerdo y el otro? Concretamente, ¿en qué fecha se realizó cada acuerdo? Por otra parte, 
¿cuál es la explicación oficial -si se quiere- que ustedes recibieron de las entonces autoridades monetarias? 
¿Cuál es la explicación que se volcó -supongo- en su debido momento en la Comisión de Legislación del 
Trabajo? Asimismo, ¿qué medió entre un acuerdo y el otro, que notoriamente habría generado esta situación 
de responsabilidad por parte del Estado? 


Aprovecho para formular otras preguntas. 


Con relación a lo que planteaba el señor Diputado Pozzi a raíz de lo que manifestó la señora Yáñez -que me 
parece muy interesante-, sobre la posibilidad de solucionar esto o de avanzar en el camino de una tercera vía - 
que supongo que sería de naturaleza legislativa, ya que las soluciones legales que tenemos hoy a la mano no 
resolverían el tema-, voy a hacer una consulta. Quiero saber si estas soluciones pasan por buscar algún 
mecanismo que implique -asumiendo que el Estado está omiso en responsabilidad, por todo lo que se ha 
dicho- separar de la discusión al pasivo o la deuda que hoy está pesando y condicionando la operatividad de 
esta empresa, a los efectos de que pueda operar en términos exitosos de rentabilidad y tener cierto grado de 
solvencia, de forma de que después no nos encontremos con que aprobamos la ley pero volvemos a fojas 
cero. 


Termino haciendo otra consulta. Quiero saber en qué está, concretamente, el Banco Central, más allá de que 
es una situación heredada, como seguramente se puede invocar. El Banco Central hace referencia a que este 
es un tema que viene de antes y, como dijo el señor Ramos, el Banco Central podría decir -no sé si lo dijo el 
banco o está en la naturaleza de las cosas-: "Hágannos un juicio”. ¿Eso es lo que está diciendo el banco o, 
además de decirlo, está abierto a buscar algún tipo de salida por el lado de lo que planteaba la señora Yáñez o 
de lo que planteaba AEBU en cualquiera de las tres alternativas? 


SEÑOR POZZI.- ¿Lo que hoy precisa la empresa para empezar a caminar son US$ 4:000.000? 
SEÑOR RAMOS.- Así es. 


El acuerdo firmado entre los ahorristas, la secta Moon, Riloman y el Banco Central data de agosto o 
setiembre del año 2002. Las negociaciones con la secta Moon, por lo que se informó públicamente, habrían 
culminado en mayo o junio de 2003. El Banco Central anterior nos decía que a nosotros no nos debía 
importar cómo, pero que Riloman no debía más nada, porque le harían quitas a esa deuda, lo que el actual 
Directorio del Banco Central reafirma que se hizo. O sea, ¿qué hizo el Banco Central? Le hizo quitas a esa 
deuda, cancelándola; no solo hizo quitas a esta deuda, sino que hizo muchas quitas a otras deudas que tenía el 
grupo con el Banco de Crédito. Y tomó el US$ 1:300.000 de Riloman y se los bajó al pasivo que tenía 
Riloman. El Banco Central procedió de esa forma, no cumpliendo el acuerdo. 


La fecha es setiembre de 2002, por el acuerdo de los ahorristas con la secta Moon, Riloman y Banco Central; 
y el acuerdo que negoció alguien del Directorio anterior del Banco Central data -según lo que sabemos- de 
mayo o junio. 


El hermetismo del Directorio fue absoluto. Fíjense que fuimos denunciados ante la justicia penal por el 
Directorio anterior debido a la ocupación del Banco de Crédito en febrero de 2003 y a partir de ese momento 
el Banco Central se cerró, no dio información alguna y cada vez que llamábamos al economista De Brun para 


preguntarle sobre el tema, su malhumor era manifiesto; no quería sentir hablar más de Riloman; o sea que 
alguna dificultad hubo, que nosotros no conocemos. 


Lo oscuro del proceso estuvo siempre dado. De hecho, el señor Diputado Pablo Abdala me pregunta sobre la 
postura del actual Directorio del Banco Central y debo decir que recién está juntando la información, con 
dificultades porque, además, algunos de los actores se jubilaron; o sea, los imputables están percibiendo 
pasividad. 


Entonces, en este proceso diría que hay una situación en la que el Banco Central tiene pocos elementos 
formales para resarcir el daño ocasionado. El actual Directorio del Banco Central sí nos dice que en sus 
servicios técnicos hay una consulta que fue elevada al Directorio para entregar el libre de deudas, que data de 
febrero del año pasado. El Directorio no lo resolvió y quedó allí. O sea que el Banco Central entendía que 
Riloman no debía más, pero igual, por las dudas, retuvo la entrega de ese documento en forma claramente 
maliciosa. 


El Directorio actual está buscando la información, consultando con las personas que actuaron -con las que 
actualmente revistan en la planilla del Banco Central- y buscando salidas. En nuestra opinión, la única forma 
de hacer pagar al Banco Central es mediante acción judicial. 


Sobre lo que plantean el señor Diputado Pozzi y Pablo Abdala en cuanto a una vía alternativa, la 
promulgación de la ley podría ayudar, pero hay que buscar el fondeo. Reitero: lo que hay que buscar es el 
fondeo, es decir, materia prima para trabajar. Se podría hacer de diversas formas. Por ejemplo, uno de los 
acuerdos que nosotros intentamos era que el Banco Comercial, que tenía una liquidez absoluta, bajo el 
régimen actual del marco normativo del Banco Central, fondeara a Riloman, pero cambió el Directorio y hay 
que empezar de vuelta. Podría ser una alternativa. 


El problema es el fondeo, no hay otra clave. La viabilidad está asegurada. Eso no es problema. Inclusive, 
nosotros estamos dispuestos a dar -desde el punto de vista laboral, hasta que la empresa volviera a su punto 
de equilibrio- una razonable situación distinta desde el punto de vista salarial. Además, quiero decir que son 
salarios bajos, pero más allá de eso hay que buscar esquemas que nos permitan flexibilizar el tema del costo 
operativo hasta que la empresa llegue al punto de equilibrio. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Quién es el acreedor de este pasivo? ¿Los ahorristas del Banco de Crédito? 


SEÑOR RAMOS.- No, el Estado. El Estado ya canceló la deuda de los depositantes; ya les pagó todo lo 
que les debía con bonos del Estado. En realidad, el único banco que entregó todo fue el Banco de 
Crédito, porque el Estado hizo una cesión de sus derechos sobre la liquidación. Hoy, si se declarara 
colateral a Riloman y se liquidara, el acreedor sería el propio Estado. No hay duda de eso, porque el 
Estado o la liquidación del Banco de Crédito ya canceló todas sus deudas con los acreedores no 
estatales, o sea, con los depositantes y otros acreedores. 


SEÑOR MARESCA.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Abdala sobre el pasivo, quiero 
decir que, más allá de que nosotros entendemos que el acuerdo del Banco Central está mal cerrado, 
porque en el caso de Riloman la secta firmó que se hacía cargo de toda la deuda y no fue así por el 
posterior acuerdo con el Banco Central, el pasivo está liquidado, salvo una diferencia muy pequeña. 
Nosotros decimos que lo que está mal es que la secta se haya comprometido a pagar la deuda y haya 
existido un aval del cien por ciento, y que el Banco Central haya hecho un acuerdo que no respetó ese 
aval ni el acuerdo con los ahorristas en general. Pero hoy dicho aval para salir de la deuda estaría 
prácticamente -salvo una pequeña diferencia- en US$ 86.000. Lo injusto de todo esto es que hace dos 
años la empresa tuvo ese fondeo del que hablamos, necesario para salir de la deuda; tuvo los 
US$ 4:000.000. No había que dárselos ni pedirlos al Banco Comercial, ni el Banco Central tenía que 
andar buscando plata. El fondeo estuvo; el tema es por qué no se hicieron las cosas cuando todo el 
mundo declaraba que estaba de acuerdo y en esto hay una responsabilidad. No es tanto el tema de la 
deuda, sino de dónde salió la liquidez que, lamentablemente, estuvo; no había que buscarla en ningún 
lado. Eso es lo peor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros hemos resuelto que cada uno de los integrantes de la Comisión se 
haga de todo el material que han traído ustedes en más de una oportunidad, que es bastante profuso, y 


también de la versión taquigráfica de la presencia del Directorio del Banco Central, etcétera. 


Me voy a permitir leer un trozo de la versión taquigráfica de la sesión de esta Comisión del día 13 de abril de 
2004, del año pasado, en la que se trató este tema y en la cual el economista De Brun señaló a esta Comisión: 
"Con respecto a la empresa RILOMÁN S.A., yo he aclarado en otras oportunidades que es deudora del 
Banco de Crédito. En el convenio de pago entre el Banco de Crédito y el Grupo de la Unificación, el Grupo 
de la Unificación se hizo cargo de las deudas de la empresa RILOMÁN S.A. sin repetir contra la empresa. 
Eso le ha permitido a RILOMÁN S.A. culminar el proceso de negociación con el Banco de Crédito en 
algunos temas de cartera pendientes de entrega y demás lo cual se estará llevando a cabo en los próximos 
días una vez que la empresa culmine la entrega de toda la cartera perteneciente al Banco de Crédito cuya 
gestión tenía a cargo. Desde ese momento, toda vinculación entre RILOMÁN S.A. y el Banco de Crédito 
cesa de inmediato. Eso es lo único que cabe decir de la situación de RILOMÁN S.A. respecto del Banco 
Central y del Banco de Crédito". Por lo tanto, en el 2003, este era el punto de vista de quien estaba al frente 
del Banco Central. 


Leí esto para compartir con los compañeros la complejidad que tiene este tema y cómo -por lo menos, desde 
mi posición personal- veo que puede trascender grandemente las potestades y los cometidos de esta 
Comisión, pero no el tema central que vienen a reclamar acá, que me parece que es legítimo: la estabilidad 
laboral. En más de una oportunidad, han concurrido a este ámbito para plantear situaciones de conflicto en 
torno al despido de dirigentes sindicales, etcétera, pero creo que este problema trasciende largamente nuestras 
posibilidades como Comisión. 


No obstante, parecería importante -lo estoy poniendo a consideración y aunque esto no es habitual, creo que 
se hace necesario con la delegación presente- poner toda esta documentación en manos de las autoridades, 
tanto del Banco Central como del Ministerio de Economía y Finanzas y del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, apuntando desde nuestra Comisión a la búsqueda de los mejores caminos para mantener la 
estabilidad laboral de los trabajadores de esta empresa. Este podría ser un elemento que nos permitiera 
canalizar rápidamente este tema, sin perjuicio, por cierto, de los pasos que ustedes tendrán previsto dar, dado 
que recuerdo que en más de una oportunidad, en caso de conflicto, nos dijeron que no iban a entrar aquí en 
los temas económicos, porque ya los habían vertido en otras Comisiones de este Parlamento, y que iban a 
hablar de la estabilidad laboral. Por lo tanto, sobre el tema de la estabilidad laboral, creemos que tenemos 
suficientes argumentos en el día de hoy como para hacernos cargo, por lo menos, de la tramitación del tema, 
de la preocupación y de los documentos que tenemos por acá, así como también de la versión taquigráfica de 
esta reunión, que es un documento público. 


SEÑORA YÁÑEZ.- ¿Por qué nos tomamos el atrevimiento de hacer una propuesta de este tipo en el 
seno de esta Comisión, a pesar de que tenemos clarísimo que solo debemos venir a informar sobre las 
diferentes situaciones? Porque nos ha sucedido durante estos dos años que hemos informado en cada 
ámbito y cada ámbito legítimamente ha querido incurrir en una profundización sobre esta situación, 
citando al Banco Central del Uruguay, en su momento, al Banco de Crédito, etcétera. Vamos al 
Ministerio y es lo mismo; vamos al Banco Central y ocurre lo mismo, pero no vemos que de todo este 
movimiento surja o pueda surgir una conjunción de esfuerzos, a los efectos de haber subsanado, por lo 
menos, hasta el día de hoy, este problema. Y así es que hoy tenemos una empresa para un mes. 
Entonces, estamos al borde del precipicio y por eso nos tomamos el atrevimiento de hacer una 
propuesta, porque si todos estamos involucrados en este problema nosotros ponemos a disposición 
nuestra voluntad de conformar un ámbito en donde se pueda evaluar la situación para buscar una 
salida, y no solamente para saber del pasado y de quién fue la responsabilidad, sino para solucionar la 
situación de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestra propuesta iba en esa dirección. Queremos remitir esta información a 
los organismos que nos parece que tienen que tomar la decisión y no precisamente recorrer el camino 
de convocarlos de nuevo, porque en algún caso no lo vamos a poder hacer, porque es obvio que hay 
gente que todavía no conoce el tema. 


SEÑORA PASSADA.- Quería decir que también me parecería importante incorporar la versión 
taquigráfica del día 3 de julio de 2003, porque es sumamente ampliatoria de la información que se 
estaba volcando. 


Me parece adecuado el ámbito que está planteando el sindicato de AEBU con relación al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y al Ministerio de Economía y Finanzas, por la premura del caso, porque nos 
dicen que Rilomán S.A. solo tiene un mes de vida, y porque también imagino que esta empresa debe haber 
librado cheques para otros meses del año 2005. O sea que el problema no es solamente una situación laboral, 
sino que estamos proyectándonos a un asunto que también va a involucrar, sin lugar a dudas, a otras 
Comisiones de este Parlamento, como puede ser la de Hacienda, etcétera. Creo que la situación no solo queda 
planteada a un tema laboral. Quizás desde la Comisión pueda surgir alguna propuesta más concreta para 
solucionar estos temas. 


Solicito a nuestros invitados que nos hagan llegar la información relativa a las fechas y días en que 
mantendrán las distintas reuniones, porque podremos hacer un mejor seguimiento de este tema que me parece 
tiene los días bastante contados. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que todo lo que se ha escuchado con relación a las instancias que vamos a 
cumplir en el futuro no es excluyente. Recojo la preocupación de la señora Yañez en el sentido de que 
muchas veces se agotan las instancias en todos los ámbitos institucionales -en el Poder Legislativo, en el 
Poder Ejecutivo- y después es poco o nada lo que queda. Desde ese punto de vista, creo que lo plantea 
el señor Presidente está bien en cuanto a remitir todos los antecedentes de carácter documental, pero 
como leer las versiones taquigráficas también lleva tiempo y acá tenemos una situación de 
perentoriedad, se me ocurre que en la persona del Presidente o de quien la Comisión designe habría 
que trasladar esa propuesta concreta de la generación de ese ámbito al más alto nivel del Poder 
Ejecutivo: al Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la intención. Debemos entregar todos los antecedentes y las versiones 
taquigráficas. 


SEÑOR ITURRALDE.- Comparto lo expresado por el señor Diputado Abdala, pero además 
tendríamos que saber cuál es la propuesta del Poder Ejecutivo, porque desde acá no podemos hacer 
nada. Me gustaría saber cómo propone el Poder Ejecutivo salir de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos los argumentos y toda la información que nos ha dejado la 
delegación de AEBU. Luego de que se retire, veremos cuál es el plan que vamos a llevar a cabo. 


Quedamos a las órdenes de la delegación. Nos gustaría saber los pasos que irá dando. 
SEÑORA YAÑEZ.- Agradecemos el habernos recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de AEBU. 


(Se retira de Sala la delegación de AEBU) 


Creo que lo mejor que podemos hacer es juntar esta profusa documentación que tenemos, 
sumarle la versión taquigráfica de la sesión del día de hoy y enviar todo a los Ministerios de Economía 
y Finanzas, Trabajo y Seguridad Social y al Banco Central, haciendo una llamada a los responsables y 
planteando nuestra apoyo a la creación de un ámbito en el cual puedan ser atendidos estos temas 
específicos, con participación de los trabajadores que hoy han venido acá. 


Si todos los señores Diputados están de acuerdo, seguiremos esa dirección. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Apoyados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


